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Correspondiente a la reunión del día 11 de setiembre de 2015 


(Sin corregir) 


DELEGACIONES 
RECIBIDAS: Asociación de Funcionarios del Instituto Plan Agropecuario. 


División Fiscalización MSP. 

Técnicos Dirección Nacional de Registros MEC. 

Red Municipios de la Cuenca del Rio Santa Lucia. 

Asociación de Docentes de la Universidad de la Republica. (ADUR). 


Agremiación Federal de Funcionarios de la Universidad de la Republica. 
(AFFUR). 


SEÑOR PRESIDENTE (Óscar Groba).- Habiendo número, está abierta la sesión. 


(Es la hora 10 y 10) 


Con mucho gusto, recibimos a una delegación de la Asociación de Funcionarios del Instituto Plan 
Agropecuario -Afipa-, integrada por los ingenieros agrónomos Carlos Molina y Ana Perugorria y la señora 
Mariana Márquez. 


Para esta Comisión es muy importante la información que recibamos, ya que es un insumo muy importante a 
la hora de considerar cada uno de los artículos del presupuesto nacional. 


SEÑOR MOLINA (Carlos).- Antes que nada, queremos agradecer a la Comisión por recibirnos a fin 
de exponer nuestra posición respecto al presupuesto de la institución en la que trabajamos. 


El Plan Agropecuario es una institución pública que funciona bajo la órbita del derecho privado en el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. Se dedica a generar capital social, capacitar y hacer extensión a 
pequeños y medianos ganaderos, asalariados rurales jóvenes y mujeres vinculados al sector agropecuario en 
general y ganadero en particular. No nos dedicamos a las vacas ni el pasto, sino a la gente que vive en el 
campo, particularmente, a la población rural. 


Somos cincuenta funcionarios, treinta técnicos y veinte funcionarios administrativos de apoyo distribuidos en 
cuatro regionales en el interior del país, con una oficina en Montevideo. Además, hay una junta directiva que 
está integrada por un presidente y un vicepresidente. A partir de una ley aprobada por el Parlamento en 2012, 
el presidente y el vicepresidente son nombrados por el Poder Ejecutivo a propuesta del Ministro de 
Ganadería, Agricultura y Pesca. También componen la junta directiva las gremiales agropecuarias tales como 
la Federación Rural, la Asociación Rural, la Comisión Nacional de Fomento Rural y las Cooperativas 
Agrarias Federadas. 


El tema que nos convoca hoy es el presupuesto de la institución. No es la primera vez que visitamos el 
Parlamento; desde el año 2010 hemos participado en diferentes comisiones tanto en esta Cámara como en la 
de Senadores. Siempre es la misma ocupación que nos trae. El presupuesto del Plan Agropecuario figura en 
el Inciso 021 del presupuesto nacional desde su creación. 


Quiero hacer un par de comentarios. El presupuesto del Plan Agropecuario del 2000 al 2010 -aunque los 
legisladores no lo crean- estuvo fijo en pesos corrientes, sin ningún tipo de ajuste. Luego, en la Ley de 
Presupuesto de 2010-2014 el actual Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, ingeniero Aguerre, propuso 
una adecuación del presupuesto a lo que se gastaba en el año 2010. 


De ahí surgen $ 33.000.000 que se adjudicaron al Plan Agropecuario para el periodo 2010 - 2015, fijo y en 
pesos. Lamentablemente, debido a esta situación, todos los años el Plan Agropecuario debe hacer un trámite 
frente al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca para recibir un refuerzo presupuestario, porque ni 
siquiera la partida de retribuciones personales está ajustada, al menos, por la inflación. Si bien reconocemos y 
apoyamos el esfuerzo que se ha realizado en el año 2010 para mejorar el presupuesto, nos parece que es 
insuficiente. 


En el año 2012 se modifica la ley de creación y el presidente y vicepresidente del Instituto los nombra el 
Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, es decir, son representantes del Poder Ejecutivo, al igual que el 
resto de la institucionalidad agropecuaria. A partir de allí, el plan está más cerca de la Cartera, participa más 
de las acciones de políticas llevadas a vincular la gente con la política a partir de extensión, de capacitación, 
de jornadas públicas, capacitación a distancia, etcétera. 


En este proyecto de presupuesto 2015-2019, el Plan Agropecuario sigue en el Inciso 021, pero en el 
articulado no figura un artículo que incremente las partidas asignadas al Plan Agropecuario de $ 33.000.000 a 
los $ 57.000.000 que se están gastando hoy. ¿Cómo pasamos de $ 33.000.000 votados en el Presupuesto 
2010-2014 a $ 57.000.000? Por esos refuerzos presupuestales anuales; en un desgaste permanente, la 
institución hace el trámite frente al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, este lo hace frente al 
Ministerio de Economía y Finanzas y se aprueba un refuerzo presupuestario anual que cubre la inflación 
pasada. 


Creo que esta no es una forma adecuada de funcionamiento que permita a la institución pensar en su 
desarrollo y en su crecimiento, cuando todos los años tiene que pensar cómo se va a financiar el año 
siguiente. Suponemos que se trata de una omisión. Al revisar el proyecto, se ve que el incremento necesario 
figura en el Tomo II, Cuadro 14, página 89, Inciso 021, Objeto del Gasto 551: el presupuesto pasa de 

$ 33.000.000 -$ 21.900.000 de retribuciones y $ 11.000.000 de gastos- a $ 57.000.000 en 2016, de los que 

$ 46.000.000 corresponden a retribuciones y $ 11.000.000 a gastos. Sin embargo, reitero, no hay un artículo 
que, como en instancias anteriores, establezca: "Increméntese las partidas de..."”. Como ya expresé, figura un 
incremento de $ 24.503.000 en las planillas, pero no en el articulado. 


Por otra parte, la ley de creación del Plan crea un Fondo de Transferencia de Tecnología y Capacitación 
Agropecuaria. La Ley N* 16.736, de 10 de agosto de 2011, establece en su artículo 6” que el Fondo de 
Transferencia no podrá tener un presupuesto inferior al 25% del Presupuesto del Plan Agropecuario. 


En el proyecto de ley de presupuesto, en el artículo 617 se establece que se incrementa el presupuesto de 
dicho Fondo en $ 4.500.000. Con ese incremento propuesto, el Presupuesto del Fondo de Transferencia llega 
a $ 12.900.000, pero no es exactamente lo que dice la ley de creación, que establece que debe ser el 25% del 
presupuesto del Plan. El 25% de los $ 57.000.000 que se están gastando en 2015, que es lo que figura en el 
cuadro que veíamos recién, son $ 14.447.000. Para cumplir con la ley de creación, estarían faltando 

$ 1.547.000 de incremento. 


El Fondo de Transferencia maneja y amplía las actividades del Plan Agropecuario. Figura en el Cuadro 14, 
Inciso 21, Objeto del Gasto 551-018. Se denomina Fondo de Transferencia de Tecnología, Capacitación 
Agropecuaria. Está en el Objeto del Gasto y también está en el artículo 617. El artículo está pero no figura el 
dinero para cumplir con lo que establece la ley de creación. 


Más allá de que para nosotros sea importante, ustedes dirán si tiene que estar o no el artículo que establezca 
que se destine la partida para pasar de $ 33.000.000 a $ 57.000.000. Independientemente de que no esté el 
artículo, a pesar de que en los cuadros figuran los fondos previstos, seguimos entendiendo que ese esfuerzo, 
que es importante y que reconocemos, sigue siendo insuficiente. Es curioso: este proyecto de ley de 
presupuesto entrará en vigencia el 1” de enero de 2016, pero como los fondos del Plan no tienen ajuste, ya a 
esa fecha, el Plan Agropecuario tendrá un déficit de al menos la inflación anual de 2015. 


Por otro lado, estamos participando en una negociación en el Consejo de Salarios, pero no sabemos cómo se 
financiarán los incrementos salariales. Nos parece que es necesario prever algún tipo de ajuste por inflación, 
en unidades reajustables o en unidades indexadas que permita a la institución organizar mejor sus 
actividades. 


Nosotros no somos representantes de la institución. Estamos aquí como representantes de los funcionarios. El 
desarrollo de la carrera funcional, el ascenso de grado, la recuperación salarial real, con este presupuesto, no 
están dentro de las posibilidades, más allá del esfuerzo importante que reconocemos. 


Es posible que el origen del problema sea que estamos incluidos en el Inciso 21, Subsidios y Subvenciones; 
sin embargo, otras instituciones que están en el mismo Inciso tienen previsto algún tipo de crecimiento para 
los años siguientes. Obviamente, no sabemos cuál es la solución, aunque podemos tener alguna idea. Nos 
parece que el problema central es no prever otra vez ningún tipo de ajuste. Parece una caricatura, porque al 
minuto siguiente de que se vote la ley, el Plan Agropecuario estará haciendo un trámite de refuerzo 
presupuestario para cubrir, al menos, la inflación pasada; ni hablar de crecimiento ni de cubrir algunos 
departamentos donde la ganadería es importante en su actividad, sobre todo, para los pequeños y medianos 
productores. No tenemos técnicos en todos los departamentos donde la ganadería es la actividad central. 


La propuesta es ver de qué manera se puede adecuar el Presupuesto para tener, al menos, un ajuste, sin tener 
que estar peregrinando por diferentes Comisiones. Eso nos permitiría, a la institución y a los funcionarios, 
mirar hacia adelante y manejarnos de otra manera. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Saludamos a la delegación de funcionarios del Instituto Plan 
Agropecuario que nos visita. 


Conocemos la tarea que realizan; nos parece importante; siempre la hemos apoyado. Por la forma jurídica 
que se dio al Instituto -porque en algún momento cambió; el diputado Posada me acota que fue en el año 
1995-, transformándolo en una persona de derecho público no estatal, esta es la única forma en que puede 
estar en el presupuesto, dado que no pertenece a ninguno de los Incisos de la Administración central ni a los 
organismos comprendidos en el artículo 220 de la Constitución contemplados en el presupuesto nacional. Por 
lo tanto, el Instituto perdió esa calidad; al tener esa naturaleza jurídica, solo puede estar contemplado de este 
modo en el presupuesto. Entiendo que tiene sus desventajas; tiene algunas ventajas, pero también 
desventajas. 


Es cierto que todas las organizaciones o instituciones incluidas en "Subsidios y Subvenciones" reciben una 
partida que no se ajusta, que está congelada. No sé por qué es así, dado que el resto de las partidas del 
presupuesto nacional se ajustan por IPC cada 1* de enero. Si cualquier partida tuviera cero incremento, de 
todos modos se ajusta, sobre todo, si uno de sus componentes son retribuciones personales, que se ajustan por 
ley. Lo cierto es que estas partidas están congeladas. 


Con respecto a la preocupación que nos trasladaban -por suerte, vienen bien documentados- en cuanto a que 
ese incremento presupuestal está consagrado en el planillado, no así en el articulado, entiendo que es un 
problema, porque el monto de ese incremento no refleja ningún ajuste, sino que es, precisamente, un 
incremento. Y cualquier incremento tiene que estar consagrado en un artículo; de lo contrario, no tiene marco 
legal, aunque esté planillado. Me parece que la parte buena es que está dentro del monto del presupuesto que 
el Gobierno nos remite, es decir, esto no implica que tengamos que incrementar el gasto del presupuesto 


nacional. La cuestión es que si no tenemos un artículo que establezca que se incrementa la partida del 
Instituto Plan Agropecuario en determinada cantidad de dinero y ello se refleja en el planillado que ya nos 
remitió el Poder Ejecutivo -como dice la ley, los anexos integran la ley de presupuesto-, este incremento no 
tiene marco legal. Tiene la reserva del crédito, pero no tiene marco legal. 


Lamentablemente, hoy no están aquí los funcionarios de la Oficina de Planeamiento y Presupuesto ni de la 
Contaduría General de la Nación, porque a través de ellos, que hacen de nexo con el Poder Ejecutivo, 
deberíamos ubicar rápidamente la planilla que nos trae la delegación y hacer la consulta respectiva. Si fue un 
olvido, perfectamente la Comisión podría redactar el artículo. Creo que deberíamos confirmar con el Poder 
Ejecutivo esta interpretación que estoy haciendo. Si fuera así, por lo menos, salvaríamos esa parte. No sé si 
salvaríamos lo relativo al artículo 617. Al respecto, tiene razón la delegación; si es un 25% y el 100% es 

$ 57.000.000, acá está faltando $ 1.500.000. En ese caso, habría que ver si esto viene planillado. Por lo tanto, 
agregaría esta segunda consulta al Poder Ejecutivo. 


Quizás, podríamos salvar la primera cuestión. Si no lo hiciéramos, sería un problema grave para el Instituto 
porque, en los hechos, estaría sufriendo un recorte presupuestal. No es que no mejoraría, sino que empeoraría 
notoriamente. 


Dejo planteada esta inquietud y este camino de solución en el que me parece podríamos trabajar en estos 
días. 


Gracias. 


SEÑOR POSADA (Iván).- Comparto lo señalado por el señor diputado Gandini. En realidad, lo más 
importante es que la partida está prevista. Eso quiere decir que hubo intención del Poder Ejecutivo de 
contemplar esa situación. Puede haber una omisión en cuanto a establecer el artículo en la parte 
dispositiva. En todo caso, es un tema absolutamente subsanable. 


De todas maneras, me parece que deberíamos hacer estas consultas en la instancia en que recibamos al 
ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, dado que su Cartera tiene una relación directa con el Instituto 
Plan Agropecuario. Me parece que en esa oportunidad podremos dejar resuelto este tema. Es importante que 
hayan venido a hacer el planteo en esta primera etapa, cuando todavía está pendiente la instancia con el 
Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Gracias. 


SEÑOR AYALA BARRIOS (Mario).- Agradezco la presencia de la delegación de funcionarios del 
Instituto Plan Agropecuario. 


Quiero hacer un reconocimiento al trabajo que hacen, que es fundamental, importante y muy valorado por los 
productores. Con pocos recursos llevan adelante una tarea que genera un impacto importante en la ganadería, 
sobre todo en el caso de pequeños y medianos productores. 


Me gustaría saber si ya plantearon este tema en el Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca y si obtuviera 
alguna respuesta. 


SEÑOR MOLINA (Carlos).- Planteamos al ministro Aguerre nuestra preocupación general sobre el 
tema de fondo, es decir, la falta de ajuste del presupuesto, desde el día que asumió su cargo en el 
Gobierno anterior, en el año 2010. Desde entonces conoce nuestra preocupación. Fue su decisión 
sacarnos del presupuesto fijo que teníamos en el período 2000-2010 y llevarnos a los $ 33.000.000 de 
2010-2014 y también fue su decisión llevarnos de los $ 33.000.000 de 2014 a los $ 57.000.000 que se 
plantean ahora. Por eso reiteré varias veces que reconocemos muy positivamente la decisión política 
para permitirnos seguir trabajando. Además, cuando todos los años la institución pide un refuerzo 
presupuestal, también es su decisión tomar este pedido como propio y gestionarlo frente al Ministerio 
de Economía y Finanzas para que, al menos, podamos contar con lo correspondiente a la inflación 
pasada. 


También planteamos al ministro la posibilidad de prever algún tipo de ajuste automático para no tener ese 
desgaste permanente y para que el ministerio cuente con una institución con otro panorama. Entendemos que 
el mal de tener un presupuesto fijo no es solo del Plan Agropecuario, sino una debilidad del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca porque no le permite contar con una institución en su pleno potencial de 
desarrollo de las actividades. 


La respuesta que hemos tenido ha sido más o menos la misma que obtuvimos aquí: el hecho de estar en el 
Inciso 21 implica esa debilidad. De todos modos, reitero el comentario que hice durante la presentación: 
nosotros vemos que en el Inciso 21 figuran algunas instituciones que sin tener un ajuste en porcentaje sí ven 
ajustada su cifra año a año. Eso se vio en 2010 -recuerdo, por ejemplo, el caso de la ANII- y este presupuesto 
que está a consideración también incluye alguna institución que tiene un ajuste no en porcentaje pero sí a 
través de pesos que se van incrementando en los diferentes años. 


Concretamente, frente a la pregunta formulada debemos decir que el señor ministro conoce nuestra 
preocupación y según sabemos ha tomado algunas decisiones que valoramos positivamente, aunque -reitero- 


todavía dejan algún flanco o no son totalmente suficientes como para reacomodar de una vez por todas el 
tema presupuestal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como se decía, esta preocupación es de recibo y podremos hacer las consultas 
correspondientes. Además, si estamos de acuerdo, podríamos enviar esta versión taquigráfica al señor 
ministro quien tal vez pueda venir con una respuesta y si no fuera así podremos hacerle las precisiones 
correspondientes. 


(Apoyados) 


———Ha sido un gusto recibirlos y podremos comunicarnos si en las instancias de discusión fuera necesario 
hacer alguna consulta. 


SEÑOR MOLINA (Carlos).- Gracias por su tiempo y por habernos permitido explicar nuestra 
situación. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los agradecidos somos nosotros. 


(Se retira de sala la delegación de la Asociación de Funcionarios del Instituto Plan Agropecuario) 


(Ingresa a sala la delegación de la División Fiscalización del Ministerio de Salud Pública) 


Para nosotros es un gusto recibir a la delegación de la División Fiscalización del Ministerio de Salud 
Pública integrada por la doctora Alicia Aznárez; la química farmacéutica Laura Ross; la señora María del 
Carmen Quagliata, integrante de la Federación de Funcionarios del Ministerio de Salud Pública, y el químico 
farmacéutico Fernando Trucco. 


SEÑORA ROSS (Laura).- Solicitamos tener una audiencia con ustedes porque tenemos interés en 
hacerles llegar una cantidad de inquietudes respecto a nuestras tareas y determinados parámetros que 
existen en el Ministerio de Salud Pública. 


Ese Ministerio está conformado por cinco columnas fundamentales y queremos aclararles dónde y cómo 
estamos ubicados allí. El Ministerio de Salud Pública está formado por la Digese, la Junasa, Digesa, Instituto 
Nacional de Transplante y Digesnis. Nosotros estamos dentro de la Digesa y nuestra División Fiscalización 
está conformada por dos departamentos: el de planificación, control y logística y el inspectivo. Esta división 
se conformó en el año 2009 por el Decreto N* 590/08 y desde ese momento las tareas establecidas para la 
División Fiscalización -entre otras muchas; no creo que pueda mencionarlas todas pero figuran en la carta 
presentación que enviamos por mail-, fundamentalmente tienen que ver con inspecciones de empresas de 
nuestro país que competen al Ministerio de Salud Pública. Estas pueden tener que ver tanto con lo sanitario, 
como con cosméticos, tecnología médica, medicamentos, etcétera. Todas las instituciones de salud son 
inspeccionadas por el cuerpo inspectivo de la División Fiscalización. En definitiva, lo único que nosotros no 
inspeccionamos son las empresas en las que tiene competencia la intendencia -como las panaderías-, las que 


no tienen alimentos modificados ni nada que tenga que ver con alguna persona con una patología crónica, ni 
los geriátricos que ahora están en la órbita del Ministerio de Salud Pública de manera compartida con el 
Mides. Todo lo que se consume y compra para la salud, alimentación, etcétera, es inspeccionado por este 
cuerpo inspectivo del Ministerio de Salud Pública. Es decir que a través de este cuerpo esa cartera supervisa 
todo lo relacionado con la calidad de los productos, así como la situación en la que están las empresas y su 
funcionamiento. Tenemos pasos mucho más importantes como, por ejemplo, todos los que tienen que ver con 
el GMP para la comercialización en el exterior, ya que estos son certificados que emite la División 
Fiscalización. Asimismo, hacemos inspecciones importantes compartidas con la FDA. Todas estas tareas son 
a nivel de transacciones comerciales que tiene nuestro país con otros como, por ejemplo, Estados Unidos, 
Colombia y muchos otros. 


Más allá de las muchas y variadas tareas que desarrollamos -respecto a las que espero haber sido clara-, como 
cuerpo inspectivo tenemos una preocupación muy importante porque hemos tenido una deserción de 
compañeros muy relevante. Eso lo podrán comprobar en el documento de la División Fiscalización, en el que 
figuran las gráficas. En los médicos, por ejemplo, se ha dado una deserción de un 69%; en los químicos de un 
46%, y en los licenciados de un 32%. El motivo de la deserción es la bajísima remuneración que percibimos 
como integrantes de un cuerpo inspectivos, lo que puede comprobarse si la comparamos con la que perciben 
quienes integran el cuerpo inspectivo de la DGI o del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Nosotros 
estamos percibiendo una remuneración por hora de $ 311 y $ 364, mientras que los integrantes del cuerpo 
inspectivo de la DGI están recibiendo una remuneración por hora de $ 689 y los del Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social -que no tienen títulos universitarios-, perciben $ 614 y $ 667. La diferencia es 
absolutamente abismal y todos sabemos que la salud más importante es la física; la salud económica está 
buenísima pero, si no tenemos salud física, no podemos hacer nada. 


En el Decreto N* 590/08, de creación de la División Fiscalización, aparece un aspecto que refiere a la 
incompatibilidad. Entonces, además de percibir una remuneración muy magra, tenemos una incompatibilidad 
impaga; a nosotros, como profesionales, nos sale muy cara. Digo esto porque somos los únicos profesionales 
del Ministerio de Salud Pública que no podemos ejercer como directores técnicos o asesores de otras 
empresas; no podemos recibir dinero por otros trabajos. A pesar de todo, creo que estamos haciendo muy 
bien nuestro trabajo. Al respecto, planteamos estas inquietudes con las autoridades del Ministerio de Salud 
Pública, pero no encontramos eco por ahora. Esperamos que esta situación se revierta porque nos va a 
favorecer a todos. 


Como ejemplo, tenemos lo que ocurrió con el cuerpo inspectivo de la DGI. Sabemos lo que cambió la foto 
país en cuanto a los aportes de las empresas; todo el trabajo en negro se fue sacando. Entendemos que un 
cambio de ese tipo en esta División va a tener esa repercusión o más. 


Nosotros no solo venimos a pedir sino que tenemos una solución; el Ministerio de Salud Pública tiene una 
solución en lo que tiene que ver con la parte de recaudación de fondos; se pueden revertir en el Ministerio de 
Economía y Finanzas y volver al Ministerio de Salud Pública. No pedimos impuestos; solo que se cobre lo 
que se tiene que cobrar. El ministerio debe cobrar más y mejor por la cantidad de servicios que brinda. 


Creo que los inspectores nos merecemos una buena remuneración por el trabajo que hacemos por la salud de 
todos los uruguayos. 


SEÑORA AZNÁREZ (Alicia).- En esta ley de presupuesto hay proyectos para fortalecer el Sistema 
Nacional Integrado de Salud, el rol rector del ministerio y la División Fiscalización; todo eso es porque 
cuentan con nosotros. La verdad es que desde 2009 hasta ahora aportamos bastante. Casi todos los 
prestadores de salud entienden que es importante nuestro rol de fiscalización. 


Como decía la señora Laura Ross, queremos fortalecer nuestro trabajo sin tener que dedicarnos a otras cosas. 
Por ejemplo, tenemos compañeros que trabajan de noche o los fines de semana para completar un sueldo 
digno. Si se nos pagara la exclusividad que se nos exige, podríamos elevar mucho más el nivel sanitario de la 
población. 


SEÑOR TRUCCO (Fernando).- Quiero hacer especial hincapié en la importancia de nuestro rol. 


Es objetivo del Poder Ejecutivo -concretamente del Ministerio de Salud Pública- fortalecer y mejorar la 
calidad, fundamentalmente, de los servicios de salud; para eso es vital nuestra función. Nosotros somos 
quienes vamos a las empresas y no solo inspeccionamos sino que también las guiamos y fijamos los 
estándares de calidad. Vamos a servicios de salud y a empresas farmacéuticas. Para ello, es muy importante 
que los inspectores se capaciten constantemente. 


Nosotros nos basamos en estándares de la OMS o de las agencias americanas o europeas por la sencilla razón 
de que las empresas intentan vender a esos destinos. Si nosotros no marcamos estándares altos, los negocios 
pueden no concretarse. Además de aspectos importantes en salud, también hay un interés económico en 
función del fortalecimiento de esta División. 


Hay mucha deserción a nivel médico. En este momento, contamos solo con cuatro inspectores médicos para 
cubrir toda la demanda de servicios de salud públicos y privados; la tendencia es a la baja. 


Por último, debo decir que ya visitamos la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social. En la exposición 
de motivos del proyecto de presupuesto, en lo que tiene que ver con el Ministerio de Salud Pública, hay tres 
grandes objetivos: el fortalecimiento de la Junasa, el desarrollo de la gestión a nivel del sistema electrónico y 
fortalecer el área de inspecciones. Hace tiempo que trabajamos en esto y creemos que el mensaje ha llegado. 
Como no va a haber incrementos presupuestales, todas las acciones deben llevarse a cabo reorientando 
recursos. Pero la reorientación de recursos tendría que ir dirigida a los salarios porque ese es el gran 
problema. Para tener inspectores y fiscalizadores bien capacitados y con alta dedicación -por lo que 
concursamos- se necesitan salarios acordes, como sucede en la DGI, en el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, etcétera. Nosotros estamos por debajo de la mitad de lo que ganan nuestros pares fiscalizadores de 
otros organismos. 


SEÑORA ROSS (Laura).- Quiero recalcar la importancia y la repercusión que tiene la alta deserción de 
profesionales en la División Fiscalización. Es muy grande la cantidad de empresas que nosotros 
inspeccionamos, así como también el espectro de las tareas que realizamos. Esto no quiere decir que un 
químico tenga que saber mucho, por ejemplo, de cosméticos o que un médico tenga que ser especialista en 
block. Me gustaría que ustedes conocieran la gama de inspecciones que realizan los médicos, que va desde el 
estudio más chiquito al estudio más grande y complejo y, por supuesto, acompañados por una licenciada. 
Nosotros los químicos también vamos con los médicos a hacer inspecciones y conocemos las tareas de cada 
uno. 


Como se podrá apreciar, la capacitación que debemos tener para realizar una inspección a ese nivel es muy 
alta y, por lo tanto, la exigencia es muy grande, pero no está siendo contemplada. Yo puedo decir cosas muy 
lindas o no tanto, pero los números hablan pos sí solos y nos indican que se está yendo mucha gente. Todos 
sabemos que las empresas tientan a los profesionales. Obviamente, al Ministerio le lleva mucho tiempo y 
dinero capacitar a los profesionales y que vuelvan a tener el nivel que tenían antes. Nos mandan a Brasil y a 
otros países a formarnos porque es una tarea muy amplia la que hacemos. 


SEÑOR CHIAZZARO (Roberto).- Quisiera saber si ustedes también intervienen en la habilitación de 
locales para productos de importación y en la emisión de certificados de importación. Me gustaría 
saber si todo eso lo regulan ustedes. 


SEÑORA ROSS (Laura).- Lo que hacemos es habilitar a las empresas importadoras, y pasa todo por la 
División Fiscalización del Ministerio de Salud Pública. Estas empresas pueden ser de alimentos, de 
cosméticos, de domisanitarios, de medicamentos, de tecnología médica. La parte de alimentos está 
regulada y compartida con la Intendencia, pero si el alimento es para celíacos, diabéticos o es un 
alimento modificado, las inspecciones las hacemos nosotros. 


SEÑOR TRUCCO (Fernando).- Quiero agregar que existen áreas por sectores. Lo que nosotros 
abarcamos es lo mismo que inspeccionamos. En el caso de importaciones no hay servicios y lo que 
inspeccionamos son productos, fundamentalmente, medicamentos, alimentos modificados, complejos, 
cosméticos, etcétera. La parte de documentación previa la realizan las áreas específicas. Hay un área 
de medicamentos, de cosméticos, etcétera. Luego de los trámites específicos, nosotros hacemos la 
inspección y presentamos nuestro informe. Realizamos lo mismo con lo que no es importación. 


También inspeccionamos los productos de importadores que están en zona franca igual que si fueran 
nacionales. 


SEÑORA AZNAREZ (Alicia).- Nosotros no tenemos nada que ver con el permiso de importación. La 
Aduana exige la habilitación vigente para dar el permiso de importación, si no, el producto no entra al 
país. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Quisiera saber si ustedes como cuerpo inspectivo aplican multas o 
sanciones económicas y, de ser así, si reciben algún porcentaje por ellas. 


SEÑORA AZNAREZ (Alicia).- Precisamente, ese es uno de los puntos que nosotros estamos 
reclamando. 


El Ministerio de Salud Pública en los últimos diez o quince años no ha penalizado a nadie; lo único que hace 
es clausurar preventivamente o no. Pero las sanciones pecuniarias establecidas en las leyes son desconocidas 
por las autoridades del Ministerio. Una de las leyes de presupuesto -no recuerdo bien si es de 2001 o 2002- 
estableció que se podía multar entre cien y mil unidades reajustables, pero en el Ministerio no hay nadie que 
sepa que se puede hacer eso 


Nosotros no aplicamos multas, realizamos observaciones por apartamiento de las normativas. Por lo tanto, la 
institución tiene que corregir esa situación, presentar un plan de levantamiento de observaciones y cumplir 
con la normativa vigente. Lo que pasa es que algunas de las normativas son muy antiguas. Por ejemplo, la del 
CTI pediátrico es del año 1998, y los progresos de la medicina pediátrica y neonatal desde ese año hasta hora 
son inmensos. Mucha de la normativa tiene que ver con disposiciones edilicias, pero no del personal. Nadie 
sabe, por ejemplo, cuántas enfermeras tendría que haber en un CTI pediátrico, si tiene que haber una o dos 
por cada cama o una cada dos camas. 


Nosotros estudiamos mucho el caso antes de ir a realizar una inspección y les explicamos la importancia 
sanitaria que tiene. Estamos amparados en la ley orgánica de salud pública que dice que hay que proteger la 
salud de la población. Entonces, en determinado lugar recomendamos que no pueden tener tan pocos 
enfermeros porque la salud de la población está en peligro, pero no hay una reglamentación específica que 
diga qué es lo que tiene que cumplir esa institución 


En este presupuesto y en esta administración sobrevuela la idea de que hay que actualizar la normativa y 
promover la calidad de los servicios y la acreditación. 


SEÑOR TRUCCO (Fernando).- Quiero hacer especial hincapié en el tema de las multas porque 
nosotros lo planteamos en un párrafo donde explicamos la importancia de nuestro rol. 


Las multas no se están ejecutando y las tasas de habilitación que se cobran son muy bajas en comparación 
con países, no del Primer Mundo, sino regionales, para inspecciones muy complejas. Nosotros pensamos que 
esa división podría perfectamente ser autosustentable, como es en otros países. Hace poco tiempo acompañé 
a una inspección de Invima, que es la institución colombiana que se encarga de la fiscalización, a una 
presentación oficial de la autoridad colombiana y ellos decían que eran totalmente autosustentables. Este 
podría ser el caso; la autosustentabilidad se podría lograr de alguna forma, tal vez, aplicando multas, por 
ejemplo, a empresas que tienen niveles de incumplimientos muy grandes y que no son familiares. 


Está claro que nosotros no cobramos porcentajes porque ni siquiera ponemos multas, pero tal vez esta podría 
ser una forma para mejorar y autosustentar esta división. 


SEÑORA AZNAREZ (Alicia).- Otra opción es que, sin llegar a las multas, podríamos cobrar aranceles. 
Nosotros damos el certificado de buenas prácticas de fabricación gratis. Esto permite que las empresas 
productoras de insumos médicos exporten. En Anvisa, Brasil, que es el equivalente de lo que somos 
nosotros, este certificado cuesta US$ 18.000. En Inglaterra, cada prestador de salud paga US$ 200.000 
por año para estar habilitado. Nosotros cobramos $ 3.000 una vez cada cinco años. Por lo tanto, se 
podrían generar ingresos sin sanciones para financiar el cuerpo inspectivo que se necesita para realizar 
las inspecciones. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- La delegación nos traslada una situación un poco desconocida para 
nosotros pero bien interesante, que es similar a la que se da en otras dependencias del Estado. 


La delegación sabe que en el tiempo presupuestal que tenemos y en la etapa en la que estamos, nuestras 
posibilidades son muy acotadas. En lo relativo a las retribuciones personales así como a la creación de cargos 
no tenemos iniciativa; aquello que no vino remitido por el Poder Ejecutivo no puede ser incorporado por el 
Parlamento porque sería claramente inconstitucional. En consecuencia, tenemos pocas posibilidades de llevar 
adelante lo que nos plantean. 


Cuando comparezcan en este ámbito las autoridades del Ministerio de Salud Pública vamos a hablar sobre 
esto. Entiendo que este asunto debe ser parte de una negociación con el Poder Ejecutivo, que debería enviar 
una iniciativa al respecto en alguna de las instancias presupuestales. De lo contrario, nosotros no tenemos 
posibilidad de hacer nada. 


Lo que señaló el señor Trucco, que en la exposición de motivos figura entre los objetivos de salud pública, 
solo puede verse reflejado en el artículo 436 del proyecto. El Poder Ejecutivo se traza metas, pero algunas de 
ellas no tienen un artículo específico, es decir que no señala cómo va a hacer lo que allí establece. Desde el 
punto de vista presupuestal, del único modo que lo podría hacer es a través de la aplicación del artículo 436, 
por el que destina una partida de $ 44.000.000 para abonar compromisos de gestión a quienes presten 
efectivamente funciones. Y para financiar esto elimina una cantidad de vacantes 


Los compromisos de gestión son negociaciones internas o resoluciones internas del organismo. Si esto se 
financia a través de vacantes que se eliminan, el dinero está en el rubro retribuciones personales. Es decir que 
podría haber alguna reorientación o reasignación de recursos hacia la fiscalización del Ministerio. Otra forma 
de hacer esto no existe, y aunque el Parlamento tenga voluntad -que es un tema aparte-, eso está fuera de 
nuestras posibilidades. Además, no va a haber mensaje complementario; por lo tanto, no hay iniciativa. 


Simplemente, quería marcar el camino a la delegación: para incorporar la exclusividad se necesita iniciativa 
del Poder Ejecutivo. 


La exclusividad es todo un tema. Sí existe en la DGI. Fue parte de una enorme reforma de la Dirección 
General Impositiva, que tuvo iniciativa del Poder Ejecutivo y que formó parte de una negociación con los 
funcionarios. También hay que tener en cuenta que en estas cosas algunos ganan y, otros, pierden, porque la 
exclusividad limita cualquier otra actividad y no todos están de acuerdo. De hecho, hubo muchos 
funcionarios de la DGI que dejaron de formar parte de esos equipos y prefirieron mantener el régimen 
anterior y trabajar en la actividad privada. Ese proceso fue muy largo. Además, ese tipo de procesos no se 
pueden hacer en el Parlamento; son parte de la negociación colectiva y tienen que venir en un marco legal. 


Cuando vengan las autoridades de salud pública vamos a preguntarles -por lo menos yo me comprometo a 
eso- si es su idea cumplir el objetivo que se explicita en la exposición de motivos con parte de este rubro -que 
es para retribuciones personales-, que reserva aquí y financia con la eliminación de vacantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estaba siguiendo con mucha atención lo que decía el señor diputado Gandini 
sobre el artículo 436. Allí se establece: "[...] La Contaduría General de la Nación efectuará las 
reasignaciones que correspondan, en función de la distribución entre unidades ejecutoras y programas, 
que el Inciso comunicará en un plazo de noventa días |[...]". Entiendo que el señor diputado plantea 
que, llegado el momento, podemos explorar esta posibilidad; no sé si interpreté bien sus palabras. 


Por otra parte, comparto totalmente su apreciación de que esto debe surgir de la negociación colectiva y de 
que la reclamación que hace la División de Fiscalización tendría que haber venido incluida en el articulado. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- El equipo económico nos expresó -también lo hizo en otros ámbitos y lo 
señala en la exposición de motivos- que el presupuesto tiene muy pocos incrementos salariales directos 
-que son excepcionales como, por ejemplo, los destinados a la educación-, y que todo aumento, más allá 
del mantenimiento del salario real, viene en cada uno de los organismos. Aquí lo vemos en los 
compromisos de gestión. 


Los compromisos de gestión los fija el jerarca del organismo y los negocia o no con los funcionarios. 
Además, los compromisos de gestión son compromisos de calidad. Por ejemplo, a ustedes les podrán decir 
que hagan determinada cantidad de inspecciones o que obtengan tanta cantidad de resultados; también puede 
pasar que no integren los compromisos de gestión. Lo cierto es que no los fija el Parlamento. Una vez el 
organismo determina los compromisos de gestión, se escriben. En este caso, ese monto de $ 44.000.000 se 
asigna, y se pagará si se cumplen los compromisos de gestión. Reitero: esto forma parte de una negociación 
en la que el Parlamento no interviene. Lo que el Parlamento hace es autorizar los recursos y habilitar el 
crédito. Luego, a la orden del Inciso, la contaduría reasigna esos $ 44.000.000. Me parece que eso es lo que 
va a pasar en este caso. Por eso decía que esa es una etapa que queda para la negociación dentro del 
organismo. Nosotros vamos a preguntar al ministro si entre los compromisos de gestión que está pensando 
desarrollar, acorde a lo que se señala en la exposición de motivos, está la fiscalización. 


SEÑORA AZNAREZ (Alicia).- Nosotros fuimos creados con compromiso de gestión. Hace seis años 
que cumplimos compromiso de gestión. El decreto que nos creó establece que esto solo llega al 10% del 
salario. Por tanto, por compromiso de gestión nunca vamos a tener un aumento. 


Hicimos un relevamiento y el 31 de agosto entregamos un informe sobre los cuarenta servicios de 
emergencia médica pública hospitalaria del país, que está a disposición de las autoridades. Por eso nos van a 
pagar dos años después el 10% del sueldo de hoy. Fíjense que en julio cobramos lo correspondiente a 2012- 
2013. 


Lo que sí tenemos en el salario es la compensación por función inspectiva, que no la tiene ningún otro 
funcionario del Ministerio de Salud Pública. El problema es que esa partida se nos rebajó hace un par de años 
cuando se ajustaron los sueldos más bajos del ministerio. Entonces, no solo no nos aumentaron el sueldo sino 
que nos lo rebajaron. Teníamos un sueldo base equis y una compensación que era proporcional y, después, 
nos rebajaron la compensación para aumentar el salario a otros. Es decir que estamos peor que antes. 


SEÑOR TRUCCO (Fernando).- Insisto en que no se nos está pagando la incompatibilidad. 


Yo entré en el último concurso junto con otros compañeros que fueron destinados a otras áreas. Estamos en el 
mismo escalafón y tenemos el mismo salario por hora, pero nosotros tenemos incompatibilidad y ellos no. 
Sin embargo, como dije, no hay diferencia. O sea que claramente no estamos recibiendo la retribución por la 
incompatibilidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La comisión les agradece su presencia. Analizaremos toda la información que 
nos han brindado. 


(Se retira de sala la delegación de la División Fiscalización del Ministerio de Salud Pública) 


(Ingresa a sala una delegación integrada por representantes de Técnicos de la Dirección General de Registros, 
MEC) 


Es un gusto para esta Comisión recibir a las escribanas Marianela González y Yaquelín González, 
representantes de técnicos de la Dirección General de Registros. 


SEÑORA GONZÁLEZ (Marianela).- Representamos a un grupo de veinte personas que 
desempeñamos funciones en la DGR, que depende del MEC, en el Registro de Pando, en Canelones, en 
Montevideo y en Salto. 


Actualmente, nuestro régimen contractual es el de contrato temporal de derecho público, al cual accedimos 
luego de haber concursado a través de un llamado público y abierto realizado a través de Uruguay Concursa. 
En ese concurso se seleccionaron personas bajo dos tipos de modalidades contractuales: contrato temporal de 
derecho público y provisoriato. La diferencia entre ambos era que los cargos de provisoriato debían ser 
desempeñados solamente en Colonia, Paysandú y Rocha, lo cual implicaba que muchos de nosotros, por 
cuestiones familiares y locativas, no pudiéramos acceder a ellos. 


Además, queremos dejar en claro que la prueba de concurso era exactamente igual para ambos tipos 
contractuales. 


Si bien los contratos temporales de derecho público comenzaron a regir a partir del 28 de febrero de 2014, la 
gran mayoría de estas veinte personas veníamos prestando funciones en la DGR desde el año 2008. En la 
Rendición de Cuentas anterior tratamos de llegar a una instancia como esta, pero nunca lo logramos, porque 
si bien éramos considerados como funcionarios, ya que realizábamos la misma función que nuestros 
compañeros, nuestra relación laboral no era directamente con el MEC, sino a través de la Fundación 
Ricaldoni. 


SEÑORA GONZÁLEZ (Yaquelín).- Ante este proyecto de ley, nuestra inquietud tiene que ver con que 
nuestros contratos temporales terminan en 2017, lo que significa que dejaremos de tener esa fuente 
laboral. Hemos concurrido a esta Comisión para solicitar un cambio en los tipos de contratación, de 
temporal de derecho público a provisoriato. Sabemos que hay antecedentes y que en ocasiones 
anteriores esto se ha podido hacer. 


Voy a leer una propuesta que hemos redactado. El artículo dice lo siguiente: "Todos los contratados como 
Profesional Escribano, nivel VI, en la Unidad Ejecutora Dirección General de Registros, dependiente del 
Ministerio de Educación y Cultura, que a la fecha de la vigencia de la presente ley tengan contrato vigente en 
la modalidad de contrato temporal de derecho público (art. 53 de la Ley 18.719 de 27 de diciembre de 2010 y 
decretos reglamentarios 55/011 y 56/011), que hayan permanecido en esa calidad por un plazo mínimo de un 
año en forma ininterrumpida, pasarán al régimen del Provisoriato establecido por el art. 90 de la Ley 19.121, 
en el Organismo en que desempeñan funciones, previa conformidad del Jerarca u Oficina competente y de la 
Oficina Nacional del Servicio Civil". 


Todos sabemos que el artículo 9, del capítulo relativo a los funcionarios de la ley de presupuesto faculta al 
Poder Ejecutivo a contratar en el régimen del artículo 90, que regula el régimen de provisoriato, pero nuestra 
inquietud tiene que ver con que no sabemos si la Ministra de Educación y Cultura hará uso de esa facultad. 


SEÑORA GONZÁLEZ (Marianela).- Nosotros solicitamos que ese artículo que acaba de leer mi 
compañera sea incluido en el proyecto de ley de presupuesto, considerando que somos un grupo de solo 
veinte personas, que ya hace muchos años que venimos desempeñando estas funciones y que siempre 
hemos tratado de pelear esto en las distintas instancias presupuestales y de Rendición de Cuentas. 
Además, como el artículo 9 del proyecto de ley de presupuesto es tan genérico que no establece 
requisitos -ni siquiera hace referencia a personas que tengan cierto tiempo cumplido dentro del Estado 
ni establece una cantidad límite para el ingreso-, pensamos que el dinero está y que de determinado 
lugar se pueden sacar los recursos para absorber esos gastos. 


Entonces, en virtud de este artículo 9%, queremos saber si hay posibilidades de que se incluya el que 
proponemos, teniendo en cuenta que solo somos veinte personas. 


Los fondos se podrían sacar del mismo lugar que se pretende sacar para financiar ese artículo genérico. Se 
necesitarían fondos para cubrir la diferencia salarial entre el contrato temporal y el de provisoriato. 


Por otra parte, queremos trasmitir que la mayoría de los funcionarios de la DGR (Dirección General de 
Registros), institución en la que trabajamos, ya tienen más de cuarenta años de edad. Entre los años 2015 y 
2016 habrá casi cien funcionarios con causal jubilatoria; muchos no se han retirado, porque no han querido, 
pero ya estén en condiciones de hacerlo. Hoy en día, la Dirección tiene 394 funcionarios; si se jubilan 100 
funcionarios, provocaría un caos en la DGR. Debe tenerse en cuenta que lo que brinda a la sociedad la 
Dirección General de Registros es seguridad y normalidad en la contratación, ya sea a través de la solicitud 
de información registral o de la inscripción de los documentos. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Seguramente, este tema de la Dirección General de Registros lo veremos en 
más de una oportunidad, porque otro grupo de funcionarios también se está movilizando por este 
asunto. 


Tendremos en cuenta lo que se ha expuesto y lo vamos a trasladar al Ministerio correspondiente -en este 
caso, el Ministerio de Educación y Cultura- para ver cuál es la posición que tiene en particular sobre la 
Dirección General de Registros, que cumple una función muy importante, como destacaban las funcionarias 
que están aquí presentes. Estaremos a lo que determine la planificación del Ministerio de Educación y 
Cultura. 


Todos sabemos el problema que tiene la Dirección General de Registros en el sentido de que puede disminuir 
la cantidad de personal, dado que hay muchos que tienen posibilidad de jubilarse, porque otro grupo de 
funcionarios ya nos lo han manifestado. En función de ello, preguntaremos cuál es la planificación que se 
tiene y cómo se puede aplicar, en este caso, el artículo 9%, que refiere, a su vez, al artículo 90 de la Ley. 

N?TS TEL. 


Con el compromiso de trasmitir este tema al Ministerio de Educación y Cultura y, en particular, a la 
Dirección General de Registros, agradecemos la información que se dio y el análisis que se hizo en esta 
instancia. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Lo que plantea la delegación es parte del debate que tuvimos aquí con la 
Oficina Nacional del Servicio Civil vinculado con el artículo 9”. Adelanto a la delegación que nosotros 
vamos a votar en contra de ese artículo. 


Ese artículo contiene una modificación sustancial a los fundamentos por los cuales se creó el contrato 
temporal de derecho público en su momento, que especifica claramente en el artículo que lo crea -me parece 
que es el artículo 53- que esos contratos no dan derecho a ser funcionario presupuestado y, además, establece 
que no se podrán renovar. En el origen de este contrato el Gobierno planteó que no era su intención que estos 
funcionarios quedaran en la plantilla del Estado. En este punto tenemos una diferencia, pero nuestra 
diferencia fundamental no radica en eso, sino en la discrecionalidad que aquí se crea, que es mucho mayor a 
la que describe la delegación. 


Se nos dijo aquí que había 263 funcionarios en esas condiciones, en todo el Estado, es decir, con contrato 
temporal de derecho público, y por lo tanto con las posibilidades de pasar a revistar en el contrato de 
provisoriato que da la calidad de presupuestado. Ahí no hay criterios objetivos; no hay criterios. Al no haber 
ningún criterio -el único es revestir en la calidad de contrato temporal de derecho público-, queda en la 
facultad discrecional del jerarca decir quién sí y quién no, a dedo nomás. Pero es mucho peor, porque en el 
primer inciso establece que pueden ser transformados en contratos de provisoriato los que estén en la lista de 
prelación, o sea que nunca trabajaron para el Estado; nunca. Acudieron al llamado, pasaron por el sistema de 
reclutamiento, nunca entraron y quedaron en la lista de prelación. Esos pueden pasar a ocupar cargos de 
provisoriato. Esa es una discrecionalidad enorme. Esos tienen nombre y apellido; no tengo absolutamente 
ninguna duda. Lo dijimos aquí. 


Por lo tanto, no compartimos el artículo 9%, por la discrecionalidad que establece. Lo dijimos aquí; lo verán 
en la versión taquigráfica. En ese sentido, solicito a la Secretaría de la Comisión que haga llegar a la 
delegación, en algún momento, la versión taquigráfica de la reunión en la que concurrió la Oficina Nacional 
del Servicio Civil. 


Si lo que se quiere es modificar el criterio con el que nació el contrato temporal de derecho público y que 
puedan ser funcionarios públicos presupuestados, pues debe ser para todos, sin facultad. Se debe establecer 
que todos aquellos que están en determinadas condiciones pasarán a tal otra, pero no se puede hacer mediante 
una facultad, porque la facultad da a la Administración una discrecionalidad que yo, como legislador, no 
estoy dispuesto a dar. 


¿Cómo se financia? Con las partidas que ya están adjudicadas a los contratos temporales de derecho público, 
sin generar ningún incremento. Tanto es así que van a ganar lo mismo, aunque ganen más que los que están 
en el mismo escalafón y grado al que ingresan, con la diferencia de que quedarán congeladas sus 
retribuciones hasta que los alcancen los que ya estaban en ese lugar. No van a ganar más ni menos. Por lo 
tanto, los recursos están. La Contaduría General de la Nación habilita vacantes, en esas vacantes se incorpora 
a los que estaban en contrato temporal de derecho público en los provisoriatos, y la partida ya está dispuesta, 
el crédito ya está abierto. En este punto no hay dificultades. 


No obstante, a mi juicio, sí hay dificultades en cuanto al criterio. Los que no sean seleccionados -de aquí el 
temor de la delegación- no renovarán, porque el contrato en sí no prevé renovación. 


Además, el inciso sexto del artículo 9” establece que los contratos desaparecerán al vencimiento, sin 
posibilidad de prórroga. 


Entonces, queda clarísimo que lo que hay es una bolsa de doscientos sesenta y tres contratos y una lista de 
prelación y el Estado puede elegir a quiénes le hace contrato temporal de derecho público y los transforma en 
funcionarios presupuestados, y a quiénes deja vencer sus contrato, culminando su vínculo laboral con el 
Estado. Ya hemos dicho acá que nosotros no compartimos ese criterio. A los efectos de que se conozca 
nuestra posición, reitero la solicitud de que se entregue la versión taquigráfica a los técnicos de la Dirección 
General de Registros. 


Esto no significa que no lo podamos revisar. Vamos a proponer una revisión general de este criterio. Si eso no 
sucediera, los funcionarios que representan esta delegación deberán ver cómo hacen para ser incorporados 
por sus jerarcas en este sistema, pero eso ya es una negociación. 


Presumo que este artículo fue acordado con COFE, que llamativamente todavía no ha pedido audiencia a esta 
Comisión; siempre lo hace pero esta vez el silencio ha sido la norma. COFE no pidió entrevista a esta 
Comisión; a lo mejor lo hace; de lo contrario, seguramente es porque ha habido un acuerdo entre la 
Administración y la organización de funcionarios del Estado. Esta es la situación que tenemos hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como decía el diputado Alfredo Asti, llegado el momento vamos a discutir el 
tema puntual que la delegación nos ha presentado y que nosotros ya conocíamos por haber estado 
conversando con ella. Naturalmente, no podemos prejuzgar si COFE vendrá o no; será su voluntad 
que venga o no. 


De todas maneras, en mi opinión, la presentación de este grupo de veinte escribanos que están desde 2008 ha 
quedado muy clara. Sabemos que hay una necesidad de continuidad de quienes están utilizando este servicio. 


Como decía el diputado Asti en presencia de las autoridades correspondientes, insistiremos en esta situación, 
independientemente de la opinión que el diputado Gandini ya adelantó respecto al artículo 9”. Esto forma 
parte de las discusiones que vamos a tener entre los diputados y diputadas de la Comisión de Presupuestos 
integrada con la de Hacienda. Obviamente que la versión taquigráfica estará a disposición de la delegación. 
También allí estará la presentación de la Oficina Nacional del Servicio Civil y distintas intervenciones sobre 
el tema; si bien faltaron algunas otras intervenciones, quedaron en pronunciarse sobre el articulado. 


Para nosotros es de recibo el planteo; lo vamos a analizar con mucho gusto y cuando vengan las autoridades 
haremos las anotaciones del caso en función de lo que nos han manifestado. 


Por otra parte, no pasa desapercibido -por lo menos para mí y creo que tampoco para los legisladores y 
legisladoras- el estudio de la norma que esta delegación nos ha propuesto a fin de que la analicemos y ver la 
posibilidad de impulsarla. 


Agradecemos vuestra presencia. Vamos a estar acá, todos los días, discutiendo este proyecto de ley. Entonces, 
quizás, esta no sea la última visita que nos hagan; pueden llamarnos y consultarnos cuando lo necesiten; 
estamos trabajando. 


(Se retira de Sala la delegación de técnicos de la Dirección General de Registros) 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- En el día de ayer, se levantó la sesión y no pudimos dejar una constancia. Me 
refiero a la visita del Inciso 34, Junta de Transparencia y Ética Pública. En ese momento, propusimos 
alguna forma de salir del tema que nos planteaban por no aparecer el Mensaje ni del organismo ni del 
Poder Ejecutivo. 


Queremos dejar la constancia de que, si bien no hay articulado con respecto a la Junta de Transparencia y 
Etica Pública, en los Anexos, es decir, en los montos presupuestales que corresponden ya están distribuidos, 
en los planillados correspondientes gastos, inversiones, Rubro 0, etcétera. 


Por lo tanto, quizá sea distinta la solución que podamos encontrar porque ya están incluidos en el 
Presupuesto. No es necesario modificar la ley de creación que prevé el traspaso de los fondos de la anterior 
Unidad Ejecutora del Ministerio de Educación y Cultura al servicio descentralizado, pero sí seguiremos 
trabajando para habilitar alguna forma de trasposición de rubros, dado que no tienen articulado. 


Quería dejar la constancia y decir que de esto nos advirtió la secretaría de la Comisión, siempre atenta; buscó 
y encontró que en los planillados estaba el Inciso 34 que corresponde a la Junta de Transparencia y Etica 
Pública. Sería bueno que se pudiera incluir esto en la versión taquigráfica de la sesión de ayer. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, se puede incluir en la versión taquigráfica de la sesión de ayer; haremos 
esa gestión. En la mañana de hoy fue repartido lo que usted acaba de mencionar. 


(Ingresa a sala una delegación de las autoridades de la Red de Municipios de la Cuenca del Río Santa 
Lucía) 


La Comisión da la bienvenida a una delegación de las autoridades de la Red de Municipios de la Cuenca 
del Río Santa Lucía, integrada por la señora Yoselín Barreto, Secretaria; y los señores Álvaro Alfonso, 
Alcalde de Aguas Corrientes; Mario Esteban, Concejal de Canelones; Gabriel Otero, Alcalde del Municipio A 
de Montevideo; Raúl Estramil, Alcalde de Santa Lucía, y Darío Pimienta, Alcalde de Canelones. 


SEÑOR ALFONSO (Álvaro).- Me vino a la memoria un recuerdo de hace algunos años, en la época de 
la dictadura, cuando casi a escondidas le hacíamos reportajes al señor diputado Oscar Groba, en aquel 
momento integrante del PIT que volvía a renacer. 


(Diálogos) 


Es un recuerdo muy lindo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Es cierto, el mío también. 


SEÑOR ALFONSO (Álvaro).- Les queremos explicar qué significa la Red de Municipios de la Cuenca 
del Río Santa Lucía. 


Esta Red es única en el territorio nacional creada en el marco de la Ley de Descentralización. Está compuesta 
actualmente por trece Municipios y conformada por todos los partidos políticos. El origen de su creación fue 
luchar por un tema común, en este caso, la compleja situación de la Cuenca del Río Santa Lucía. En la última 
reunión, celebrada en la ciudad de San Ramón, Canelones, se resolvieron algunas cosas que queremos 
compartir con ustedes. Por ejemplo, solicitar al señor presidente de la República, doctor Tabaré Vázquez, que 
los miembros de la Red participen en la Comisión Interministerial formada en el ámbito del Poder Ejecutivo, 
considerando que tenemos mucho para aportar. Nos anima la intención de colaborar para comenzar a 
solucionar la compleja situación de este problema que involucra a unas dos millones de personas que reciben 
el servicio de la planta de OSE instalada en Aguas Corrientes. Ya se lo manifestamos en forma personal al 
señor presidente en una reunión que mantuvimos el pasado 19 de febrero del corriente año. 


Por lo tanto, en el marco del Presupuesto Nacional, queremos manifestar lo siguiente: en el proyecto de ley, 
considerada la norma madre del Gobierno nacional, por ser nosotros las administraciones que representamos 
al Estado en el ámbito de las cercanías, solicitamos información sobre el Plan de Inversiones de OSE, 
incluido en la iniciativa. Nosotros conocemos como pocos -somos los llamados baqueanos de la zona- y 
queremos apoyar y coordinar con el resto de las instituciones involucradas, pero es imposible. No contamos 
con infraestructura; no podemos atender ni siquiera las denuncias primarias. Queremos manifestar que, en 
muchos casos, los autos oficiales que existen en los municipios son los particulares de los alcaldes y los 
concejales. Pasó durante los cincos años y aquellos que fueron reelectos se encuentran en la misma posición. 
En algunas oportunidades, los alcaldes se coordinan para viajar todos juntos en un solo vehículo para poder 
llegar a los diversos encuentros públicos en los que deben participar. 


Más allá de los recursos que se aportan en el artículo 623 del proyecto de la Ley de Presupuestos, solicitamos 
que se incluyen los mínimos recursos, y por única vez, en este período de gobierno, para poder adquirir 


transporte y especialmente maquinaría vial. De no contar nuevamente con maquinaria vial propia, es 
imposible el trabajo de los municipios. 


Señores legisladores: ponemos un ejemplo que lamentablemente vamos a tener que padecer en el futuro. 


Todos somos contestes que los fenómenos climáticos llegaron para quedarse definitivamente, no solo en el 
mundo, sino también en el Uruguay. Debemos desterrar aquella frase de que en el Uruguay no pasa nada, acá 
no hay catástrofes. 


En febrero de 2013, el departamento de Canelones sufrió una catástrofe, entre otros departamentos. Si los 
municipios en aquella oportunidad hubieran tenido un mínimo de maquinaria vial, se podía haber 
amortiguado el problema porque los Municipios irían delante del problema y cuando se generan los 
fenómenos climáticos, deben combatir esas horas el inconveniente puntual. 


Las oficinas dependientes de la Intendencias no tienen la capacidad logística para paliar por sí solas estas 
situaciones; necesitan el apoyo de los municipios. Los municipios quieren ser partícipes, pero para ello 
necesitan contar con transporte y maquinaria vial, la minima, pero deben contar. Y cuando les digo la 
mínima, podemos ser el hazmerreír de mucha gente pero un pequeño tractor, un pequeño camión y una 
retroexcavadora. A través de la ley de Presupuesto me parece que podemos obtener esos recursos. 


Para que vean cuál es la situación de la Cuenca de Santa Lucía, les vamos a dejar el documento que 
presentamos al Presidente de la República, doctor Tabaré Vázquez, el pasado 19 de febrero del presente año. 


El artículo 623 -esto lo hemos conversado entre nosotros, más allá de que no esté en el documento- establece 
$ 100.000.000. La partida del artículo 760 del Presupuesto Nacional hoy es de $ 67.716. Las realidades de los 
Municipios son totalmente diferentes en todo el país. Después viene una masa enorme de dinero que 
manejará los intendentes. Nosotros tenemos que presentar proyectos que, en muchos casos, después no se 
concretan. Por ejemplo, el proyecto Realizar en muchos municipios no se llevó a cabo, más allá de que el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas lo había pagado. 


Nuestro petitorio es que una parte de los primeros $ 300.000.000 para el Ejercicio 2016 -que si hablamos de 
una inflación del 8% o 9% serán unos $ 330.000.000- se sume a los $ 100.000.000 y se establezca claramente 
que es para la compra de maquinaria, y por única vez. La idea es que se dispongan determinadas 
prerrogativas, como que sea avalado por los Consejos Municipales, porque las realidades de cada municipio 
son distintas; algunos necesitarán comprar un camión y otros, otra cosa. 


Reitero que los legisladores y el Parlamento están para mejorar el Presupuesto, luego de escuchar las distintas 
inquietudes. Lo decimos sinceramente y con el corazón; no podemos seguir trabajando si no contamos con 
maquinaria propia, porque dependemos de un capataz de la intendencia o de un director para que nos 
proporcione una máquina, que muchas veces ni siquiera conseguimos. 


SEÑOR OTERO (Gabriel).- La situación que el señor Álvaro Alfonso describía se ha visto en 
determinados municipios. Entendemos que esta Red debe dar respuestas a los vecinos, pero atender la 
situación de la cuenca del río Santa Lucía sin infraestructura es muy difícil. Debo decir, nobleza obliga, 
que no es la situación de Montevideo, especialmente de los Municipios A y G, pero integramos la Red y 
nos hacemos eco del planteo. 


Lo que nos llevó en 2012 a integrar la Red, y más adelante a aumentar la cantidad de Municipios que la 
componen, fue la necesidad de pelear por las cosas que afectarán al vecino y a la vecina, y de generar 
fortalezas en el territorio a través de causas que son comunes y que tienen un perfil de cercanía y de presencia 
diario. La situación del río Santa Lucía, que compromete la vida de dos millones de personas, es una causa 
diaria de muchas comisiones medioambientales, de consejos vecinales -en el caso de Montevideo-, de Redes 
de la costa, que cuidan la costa. Especialmente en el Municipio A, hay una gran cantidad de vecinos que 
desde hace décadas vienen trabajando por la costa. Ha habido mejoras y se debe seguir adelante. 


Intentamos ser una base social importante, sabiendo que representamos a los gobiernos municipales, que 
deben tener competencias y atribuciones, según deleguen las intendencias, y, sobre todo, responsabilidades 
con los vecinos, en lo que entendemos debe ser un buen servidor público. 


Esta Red es la demostración de lo que puede hacer el tercer nivel de gobierno: ser un gobierno de cercanía y 
la espalda política necesaria para el que va de a pié, para el que vive las situaciones en el día a día, para el 
que presencia determinadas cuestiones en su territorio y tiene a los municipios como la primera ventanilla. 


Hacernos presentes hoy en esta comisión es un paso importante para nosotros ya que venimos de un proceso 
de discusión, de desarrollo deliberativo bastante interesante. Hemos tocado todos los temas habidos y por 
haber, y no solamente los relacionados con la cuenca del río Santa Lucía. 


Estamos incorporando a los municipios del arroyo Colorado y estamos analizando la situación de Canelones. 
Es decir que la Red será más que abarcativa. Queremos tener una buena espalda institucional y política, y 
visibilidad en temas importantes, de modo de ayudar a la transformación de los problemas reales. No 
planteamos esto con la mezquindad de querer llevar agua para nuestro molino, sino desde la necesidad global 
e importante que se vive en toda la cuenca del río Santa Lucía, que tiene involucra a una población de dos 
millones de personas. 


SEÑOR ESTRAMIL (Raúl).- Es un honor estar aquí. Agradecemos que nos hayan recibido. 


Esta Red de Municipios, esta coordinación de gobiernos locales que estamos en el territorio surge porque a 
nosotros nos elige la gente del barrio, la gente de la zona rural. La gente nos conoce y nosotros la conocemos; 
somos los que convivimos diariamente con su realidad. La cuenca del río Santa Lucía es uno de los territorios 
más importantes en producción de alimentos del país. La dificultad de los últimos treinta años es la de 
producir de forma amigable con el medioambiente para no contaminar. No se puede producir y producir sin 
preocuparse de la consecuencia que eso tiene. 


Es claro, y nosotros los entendemos, que en la época presupuestal se presentan demandas y con razones, pero 
si no hay agua dulce y si para OSE es cada vez más costoso tratar el agua bruta, que cada vez está más 
contaminada, la situación se complica. Somos conscientes -todos lo sabemos- de que cada vez habrá más 
demanda de agua porque en la medida que se construyan nuevos emprendimientos, edificios e industrias, 
habrá mayor demanda de energía y de agua potable. 


Queremos trabajar y participar. No venimos a pedir grandes cosas. Somos gente de a pié que vive una 
realidad. Vamos a poner algunos ejemplos, que quizás, por una vía o por otra, conozcan. Recientemente, en la 
última sequía, que fue una de las más importantes de la historia, casi nos quedamos sin agua. El mismo día 
que OSE resolvió controlar el consumo de agua potable tuvimos la suerte de que lloviera. Por eso nos 
interesa y queremos participar del rumbo que tendrá, en este caso, la inversión de OSE en cuanto a los 
programas en el territorio. Cuando se construyó la represa de Paso Severino estaba previsto que en no más de 
quince años se construyera un segundo reservorio, que podía ser la represa de Casupá y un tercero, la de Paso 
del Soldado, en Lavalleja. Parece increíble que no seamos capaces de lograr las inversiones que son 
imprescindibles para almacenar agua. Esa es una realidad. 


Decimos que convivimos con el desarrollo de la producción en el territorio, pero no sé si ustedes saben cómo 
se salvaron cientos de miles de cabezas de ganado en este período de sequía. Se salvaron gracias a viejos 
pozos de tambos, que son taperas, ubicados en zonas de la cuenca; hablamos de pozos que tienen setenta u 
ochenta años, que en principio funcionaban manualmente, luego con molinos de viento y después, a partir de 
la electrificación rural, con bombas. Decenas de estos pozos, que son lo único que va quedando de algunas 
taperas, fueron los que proporcionaron agua dulce para salvar parte del ganado de la zona. 


También podemos citar ejemplos de tamberos que conviven con el cultivo de soja. Arrendaron parte de su 
campo en la zona de la cuenca a productores de soja, pero resulta que cuando se fumiga muere mucho 
ganado. Por supuesto que ni hablamos de encontrar liebres, perdices y otros animales en el territorio. Como 
les sirve el contrato, conviven con esa producción. Entierran todo ahí. Eso es causa de contaminación. Eso 
solo podemos saberlo nosotros. Ojalá ustedes también lo sepan, porque tienen sus asesores y referentes 
políticos en el territorio. 


Nosotros queremos concientizar a nuestra gente, coordinar con nuestros vecinos e instituciones y colaborar 
con las intendencias y, por supuesto, con el Parlamento y el Gobierno nacional. De alguna manera tenemos 
que tener posibilidad de movilizarnos. El Municipio de Santa Lucía tiene 223 kilómetros cuadrados de 
territorio y está rodeado de agua dulce: el río Santa Lucía, el arroyo Canelón Grande, la represa, arroyo Tala. 


Como decía el alcalde Álvaro Alfonso, si los concejales o yo nos trasladamos tenemos que conseguir a 
alguien que nos lleve. Es cierto que este primer período de gobierno local es una especie de transición, pero 
creo que hoy hay que plantear las cosas de otra manera. Queremos tener soluciones que nos permitan, en este 
caso, participar, controlar, recorrer nuestro territorio y coordinar con las autoridades superiores. No estamos 
diciendo que nos vamos a separar o que queremos un rancho aparte; todo lo contrario. Esa es la realidad que 
venimos a plantear. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hemos excedido el tiempo de la presentación. Todas las delegaciones son 
importantes, pero creo que todos los legisladores y legisladoras coincidimos en que en este caso se 
justifica habernos excedido en el tiempo previsto. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- En primer lugar, corresponde un reconocimiento al trabajo con estas 
características de red, de asociación entre los distintos municipios. La ley de creación de los municipios 
y de participación ciudadana tenía, entre otros, esos objetivos. Debemos reconocer que el ordenamiento 
constitucional que posibilitó la creación de los municipios tiene sus limitaciones con respecto a la 
relación de los municipios con cada uno de sus Gobiernos departamentales; a su vez, el Gobierno 
nacional se vincula con los municipios siempre a través de los Gobiernos departamentales. 


La Ley N* 19.272, que modificó el funcionamiento pero fundamentalmente el financiamiento de los 
municipios trajo dos novedades importantes. Una de ellas es la obligatoriedad de que los Gobiernos 
departamentales abran, dentro de su presupuesto, un programa para cada uno de los municipios de su 
territorio. Obviamente, esto recién comenzará a regir cuando los Gobiernos departamentales presenten sus 
presupuestos, para lo cual tienen seis meses a partir de que asumieron. En ese momento, veremos la 
efectividad de lo dispuesto. La norma también establece como requisito, para poder cumplir los acuerdos 
realizados a nivel del Congreso de Intendentes y el Poder Ejecutivo, que para financiar el funcionamiento de 
los municipios los Gobiernos departamentales deberán abrir sus programas departamentales. 


Desde el punto de vista del Gobierno nacional, en lugar de la única partida que financiaba a los ochenta y 
nueve municipios de todo el país, hoy ciento doce, ahora se recibe un porcentaje menor, que es esa partida 
igual para todos los municipios, basada en la misma institucionalidad de cada uno -un alcalde y cuatro 
concejales-, no en el tamaño, pero en forma mucho más importante hay aportes del Gobierno nacional que se 
prevé se distribuirán a los municipios de acuerdo con criterios establecidos por la Comisión Sectorial prevista 
en el artículo 230 de la Constitución, de manera similar a como se hace el reparto de los importantes recursos 
nacionales que van a los Gobiernos departamentales, teniendo en cuenta características demográficas, 
geográficas, de necesidades básicas insatisfechas, de producto bruto interno y demás de cada uno de esos 
municipios. 


Por último, hay otro remanente de transferencia de recursos del Gobierno nacional en función de proyectos 
que puedan ser concursables o que puedan tener compromiso de gestión atados a ellos. 


Eso es lo que establece el artículo 19 de la Ley N* 19.272 y que comienza a desarrollarse en esta ley de 
presupuesto, fundamentalmente, para los primeros dos años de vida de este presupuesto. De todas maneras, 
tenemos que esperar la correspondiente aprobación de los diecinueve presupuestos departamentales para ver 
si los Gobiernos departamentales cumplen con lo establecido en la ley y en los acuerdos que se han hecho 
con el Poder Ejecutivo. 


Como decíamos, hay limitaciones constitucionales. No podemos otorgar directamente a los Municipios lo 
que los Gobiernos departamentales y el Gobierno nacional no hayan acordado, porque no tienen la autonomía 
constitucional necesaria como para que se pueda establecer de otra forma. La Constitución establece algunos 
límites; no ha quitado la autonomía departamental para estos temas. Lo que podemos hacer es impulsar, a 
través de la ley nacional, que los Gobiernos departamentales efectivamente se hagan cargo de parte del 
financiamiento. Parte del financiamiento vendrá del Gobierno nacional; y otra parte, la más importante, 
vendrá del Gobierno departamental porque, entre otras cosas, dejan de tener en el territorio la responsabilidad 
sobre muchas tareas que la ley de creación de los Municipios ha trasladado a los Concejos Municipales, es 
decir, al alcalde y a sus concejales. 


Reitero la idea de que el trabajo en redes, la asociación regional, más allá de los departamentos, es un camino 
para que los gobiernos de cercanía, el tercer Gobierno -me gusta más llamarlo gobierno de cercanía-, tengan 
un mayor desarrollo y para que quienes vivan en esas ciudades realmente puedan sentirse identificados con el 
gobierno electo en las instancias departamentales cada cinco años, pero la participación debe ser durante los 
cinco años y no solamente en el momento del acto electoral. 


Gracias. 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Me congratula que estos municipios estén funcionando 
orgánicamente, lo que resulta muy importante. Realmente se destacan del resto de los municipios por 
esa forma de funcionar en virtud del objetivo común que tienen, que es tan relevante para todo el país. 


No voy a debatir con el señor diputado Asti -lo haremos cuando consideremos el artículo-, pero creo que lo 
que plantean los alcaldes es posible pero hay que hacer algunas modificaciones. Quizás, más allá de la ley 
relativa a los municipios lo que más nos puede preocupar es el desvío del objetivo del artículo 230, que es la 
generación de obras y proyectos aprobados por los municipios y por medio de la participación ciudadana. 
¿Qué pasaría con ese objetivo si la partida prevista para 2016 -estando de acuerdo los ciento doce municipios 
del país- se distribuyera en partes iguales para la compra de la maquinaria que están solicitando? Formulo 
esta pregunta para encaminar la solicitud que hacen los alcaldes. 


SEÑOR ALFONSO (Álvaro).- ¿Cuál sería la pregunta? 


SEÑOR ANDÚJAR (Sebastián).- Si entendimos bien, la partida de $ 300.000.000 que se repartiría para 
la compra de maquinaria hoy tiene un objetivo que está enmarcado en el quinto inciso del artículo 230 
y es para cumplir con necesidades básicas, proyectos y programas. Entonces, ¿qué pasaría con esos 
proyectos y programas si no reciben la partida para ese fin sino para otro? Pregunto esto a efectos de 
poder encontrar una solución a un planteo genuino, lógico y justificado. 


SEÑOR ALFONSO (Álvaro).- Entiendo que no afectaría nada, porque sería por única vez. No estamos 
hablando de los años 2017, 2018, ni 2019, en los que esas partidas van en aumento. Solicitamos que una 
parte de esos $ 300.000.000 se destine a la compra de maquinaria e, inclusive, se establezca un plazo, si 
se quiere con una prerrogativa de sesenta días o la que se disponga, con la aprobación de los concejos 
para la compra de maquinaria. Estamos pidiendo dinero para poder comprar un camión de 4.000 kilos 
o un tractor chino de 65 caballos de fuerza. Si no tenemos eso realmente no podemos trabajar. 


A mi juicio, los intendentes del partido nacional -empiezo por casa y porque son mayoría en el Congreso de 
Intendentes- deben entender que ya no pueden estar más para solucionar problemas de cunetas o árboles sino 
para coordinar proyectos nacionales con el gobierno nacional. Los municipios deben cumplir esa tarea pero 
no lo pueden hacer si no tienen con qué. 


Reitero que en estos cinco años, como pasó en el período pasado, otra vez estamos dependiendo directamente 
de un capataz o en ciertos casos ni siquiera de un capataz sino de un funcionario de la intendencia para poder 
conseguir esa maquinaria. 


Los fenómenos climáticos van a continuar y si nos dan esa maquinaria los intendentes y el gobierno nacional 
se van a ahorrar que mucha gente critique y proteste. Esto se debe a una razón muy sencilla ya que los 
municipios vamos a ir adelante del problema; lo vamos a ir resolviendo y no esperaremos al día que suceda el 
problema para intentar solucionarlo. 


Recordemos que cuando pasó la catástrofe de febrero de 2013 -fue una catástrofe nacional debido a la gran 
lluvia-, en Canelones un batallón de ingenieros estuvo trabajando varias semanas para solucionar temas que 
se podrían haber amortiguado si los municipios hubieran tenido una pequeña maquinaria. 


Quiero aclarar que en la nota que presentamos no figura este pedido que implica sacar una parte de esos 
$ 300.000.000 para los municipios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La presentación ha quedado clara; lo expresado figura en la versión 
taquigráfica y el tema será discutido cuando la Comisión de Presupuestos integrada con la de 
Hacienda considere el tema. 


Ha sido un gusto haber recibido a la Red de Municipios de la Cuenca del Río Santa Lucía, así como a los 
alcaldes y al concejal de Canelones. Nos sentimos indentificados con su trabajo ya que en lo personal hemos 
sido concejales vecinales de la época de los centros comunales de Montevideo -específicamente en los 
centros comunales 13 y 15-, por lo que entendemos perfectamente de qué se está hablando. 


El hecho de que hayan asistido hoy no quita que los teléfonos de los legisladores y legisladores estén a la 
orden para concretar reuniones particulares con cada uno de nosotros 


La Comisión para a intermedio hasta la hora 15. 
(Es la hora 11 y 37) 


Continúa la sesión. 


(Es la hora 15 y 11) 


(Ingresa a sala una delegación de la Asociación de Docentes de la Universidad de la República 
integrada por la magister Alicia Álvarez, los doctores Rodney Colina -presidente de ADUR- y 
Alejandro Bieli, la señora Andrea Basilio, las doctoras Mariana Meerhoff y María Inés Moraes y los 
doctores Óscar Sarlo y Nicolás Wschebor) 


La comisión tiene el agrado de recibir a una delegación de la Asociación de Docentes de la Universidad 
de la República integrada por la magister Alicia Álvarez, los doctores Rodney Colina -presidente de ADUR- 
y Alejandro Bieli, la señora Andrea Basilio, las doctoras Mariana Meerhoff y María Inés Moraes y los 
doctores Óscar Sarlo y Nicolás Wschebor. 


SEÑOR COLINA (Rodney).- Aclaro que está presente un comité de notables científicos y académicos; 
de un total de ocho personas, hoy pudieron participar tres. La lista está integrada también por el 
doctor Rafael Radi, la doctora Nicola y la doctora Judith Sutz y por otros prestigiosos compañeros del 
ámbito académico. 


Brevemente, en la presentación voy a hacer una explicación de la solicitud presupuestal de la Universidad de 
la República. 


Como ven en la diapositiva -teniendo en cuenta las propuestas electorales recientes-, la Universidad de la 
República hizo un cálculo presupuestal basado en el 6% del PBI para la educación pública más el 1% para 
investigación y desarrollo. En ese contexto, los números que la Universidad calculó. Si bien parecen números 
bastante grandes, están muy agiornados y absolutamente equilibrados. Se llega a unos $ 8.572.000.000 hacia 
el final del período, cumpliendo así con los porcentajes mencionados. 


Inicialmente, para construir este monto, se estimó el gasto público en educación de acuerdo a la composición 
definida por el Poder Ejecutivo y a partir de los últimos datos publicados, que eran de $ 65.571.000.000, a 
valores de enero de 2015, correspondientes a un 4% del PBI. La inversión pública en educación superior 
alcanza el 0,7% del PBI e incluye un aporte para la salud por parte de la Udelar del 0,1%. El incremento 
solicitado permitiría alcanzar el 1,2% del PBI al final del período. 


La Universidad definió seis proyectos transversales que le permiten proyectar y lograr al final del período un 
desarrollo sustentable y académico adecuado al actual crecimiento. Debe tenerse en cuenta que, 
recientemente, la Universidad tuvo una expansión muy grande en el interior del país y que en el último 
período quinquenal, muchos de los programas presupuestales no tuvieron financiación. Por lo tanto, el 
aumento de la matrícula universitaria de los estudiantes que están ingresando a la Universidad de la 
República -estamos hablando de una matrícula de aproximadamente veintidós mil estudiantes anuales, que se 
viene incrementando anualmente- hace que el organismo necesite un crecimiento presupuestal importante. 


Esto permitirá el ingreso de nuevos docentes y una adecuación salarial de acuerdo al aumento salarial 
pautado por la Universidad. La idea es tener más docentes con dedicación total y lograr que muchos de los 
docentes postergados en sus cargos puedan ascender al grado siguiente, algo que no se hizo por cuestiones 
presupuestales. 


Como pueden ver, en el programa transversal se incluye la adecuación salarial, el mejoramiento de la calidad 
académica y de las condiciones laborales, la mejora de la infraestructura para el estudio y el trabajo, la 
investigación y el fortalecimiento de los posgrados, el acceso democrático a la enseñanza superior de calidad 
y el fortalecimiento y calidad de la gestión y el desarrollo institucional. 


En este contexto, el Poder Ejecutivo ha elaborado un mensaje y proyecto de ley de presupuesto en el que se 
destina a la Universidad de la República un 30% de lo que solicitamos. 


Quiero hacer hincapié en que en la proyección presupuestal realizada por la Universidad de la República se 
hizo un importante cálculo por parte de asesores del Instituto de Economía la Facultad de Economía y 
Ciencias Sociales. Los montos establecidos reflejan el aumento presupuestal de una manera ordenada durante 
los cuatros años; a su vez, los primeros dos años tienen una menor pendiente que los últimos dos años. 


Como podrán apreciar en la transparencia, la Universidad solicitaba para el 2016 un incremento de 

$ 1.500.000.000 y el Poder Ejecutivo está asignando $ 448.000.000. Para 2017, solicitamos $ 3.200.000.000, 
obviamente, sumando el 2016, y lo que el Poder Ejecutivo está otorgando, sumando el 2016, es 

$ 933.000.000. Esto da aproximadamente 28% o 29% de satisfacción de lo que la Universidad solicita. 


Básicamente, los incrementos se están dando para dos de los seis programas transversales propuestos por la 
Universidad. Recordemos que la Universidad tiene seis programas principales, que se han venido 
presentando durante los quinquenios anteriores. En este caso, esos programas se nutren de estos programas 
transversales. Dos de los seis programas son los que tendrían un incremento en la actualidad, que 
básicamente tienen que ver con la adecuación salarial. Esto daría para un incremento salarial de toda la masa 
docente y no docente de la Universidad de la República del orden del 3,8% para el primer año y 3,8% para el 
segundo año, si la Universidad utiliza todo ese dinero para aumento salarial. 


A su vez, otras de las partidas asignadas vienen dirigidas a las dedicaciones totales, que es un rubro 
presupuestal importante de la Universidad de la República, pero lo que se está asignando es francamente 
insuficiente debido a que tenemos docentes sobrecalificados que están en lista de espera hasta que pueda 
financiarse su cargo. A modo explicativo, señalo que las dedicaciones totales son la forma que la Universidad 
de la República tiene para contar con docentes muy calificados en régimen full time. Hoy día, tenemos una 
lista de cuarenta docentes en lista de espera, aprobados por la Comisión Central de Dedicación Total para 
ocupar un cargo de ese tipo, pero no había fondos para ello. Los montos asignados, básicamente, cubren casi 
toda esa lista de espera. Por lo tanto, la Universidad no tendría una proyección de crecimiento basado en este 
presupuesto bianual que el Poder Ejecutivo está presentando. 


Otros de los programas tienen que ver con las becas a nivel de posgrado. Aquí quiero hacer hincapié en algo 
muy puntual y es que, como ustedes saben, en el último quinquenio, la Universidad de la República se ha 
venido desarrollando en todo el interior del país. Eso hace que muchos de los nuevos estudiantes que 
tenemos, en Montevideo o en el interior, provienen de familias de muy bajos recursos. La Universidad 
plantea en este caso el otorgamiento de becas estudiantiles a nivel de grado, que permitirían que la 
Universidad llegara a hogares más desprotegidos, esto es, ir hacia la democratización y el acceso a la 
enseñanza terciaria de todos nuestros jóvenes en todo el territorio nacional. Lo que se está financiando es 
para becas de posgrado y no de grado, que es una diferencia importante a resaltar. También, existen algunos 
rubros que no están siendo financiados en este presupuesto bianual que el Poder Ejecutivo está planteando 


Queremos dejar claro que comprendemos y estamos totalmente conscientes del espacio fiscal que existe, de 
las incertidumbres generadas por Argentina y, sobre todo, por Brasil, debido a lo que está ocurriendo en estos 
días, y también por China. No venimos acá como nenes mañosos a decir que queremos más dinero y punto. 
Simplemente, queremos decir que algunos de los ítems que hemos planteado en nuestro presupuesto nos 
generan una gran preocupación porque no han sido financiados. Por lo tanto, queremos tener instancias de 
diálogo con todos ustedes para poder llegar a un acuerdo. 


Uno de los ítems que está absolutamente desfinanciado tiene que ver con la creación de nuevos cargos en 
todo el territorio nacional para las plantillas docentes. La masificación de estudiantes es cada vez mayor. Hay 
22.0000 ingresos por año en los últimos tiempos y entre 6.500 y 6.700 egresos. Si comparamos ese número 
con el de años anteriores, podemos constatar que el egreso viene aumentando considerablemente y de manera 
sostenida, gracias a la inversión que el Estado ha hecho en la Universidad de la República, de lo cual 
queremos dejar constancia. 


Otro aspecto a resaltar de la Universidad de la República es que tenemos muchos docentes con muy alta 
calificación que desearían acceder al régimen de dedicación total y poder ascender en su carrera docente. 
Como ustedes sabrán, hay cinco grados académicos en la Universidad de la República y el mecanismo que 
tiene para ascensos docentes, llamado oportunidad de ascenso, en uno de los renglones que figura en el 
programa N” 2. Ese programa no está financiado; tampoco el que tiene que ver con extensiones horarias con 
la nueva contratación o nuevos ingresos en la Universidad de la República. Esto hace que haya un impacto 
directo en el corto y mediano plazo que será negativo para la institución y la sociedad. 


La universidad ha buscado expandirse y aumentar la cantidad de ofertas de grado y de posgrado y lo ha 
logrado de manera muy eficiente; hay indicadores claros en este sentido. Los informes elaborados tanto por 
el anterior rector como por el actual demuestran que hemos expandido la universidad y hemos aumentado la 
oferta académica. Inclusive, hemos aumentado la diversidad académica, para estar aggiornados a las 
realidades productivas del país. 


Si la universidad no tiene fondos para contratar nuevos profesionales, técnicos y profesores altamente 
calificados, va a entrar en un estancamiento, que va a tener impacto directo en la sociedad. Por supuesto, esta 
es una decisión que debe tomar este colectivo. Nosotros tenemos el deber de trasmitirles nuestra 
preocupación en este sentido. 


Otro de los ítems que no tiene financiación es el mantenimiento edilicio y los equipamientos de alto impacto 
que la universidad necesita para llevar adelante sus investigaciones y sus desarrollos académicos. 


Está claro que en el mundo globalizado que vivimos quedarse atrás en lo que tiene que ver con el desarrollo 
tecnológico y la investigación también implica estancarse. 


Hoy en día, la universidad tiene una producción académica excelente tanto en el contexto nacional como en 
el internacional. 


En esto quiero ser muy claro: si con este presupuesto la relación horas docente-alumno se estanca, y la 
proyección es que el coeficiente cambe en los próximos dos años, la universidad va a tener un serio 
resentimiento en sus estructuras. 


En caso de no atender estos puntos, la investigación y la inversión en investigación a través del 
equipamiento, en dedicaciones totales, en nuevos ingresos y en la oportunidad de ascenso de nuestros 
docentes, quedaría totalmente relegada. 


Por otra parte, la Universidad de la República tiene muchos edificios. Algunos de ellos son muy antiguos y 
requieren un mantenimiento para el cual actualmente no tenemos financiación. 


Además, la planta física ha crecido notoriamente en los últimos quince años; estamos hablando de un 70% de 
incremento. 


En el último quinquenio hemos demostrado una muy buena eficiencia en la ejecución de recursos, en 
particular, en el desarrollo en el interior; existen indicadores claros que lo demuestran. 


También hemos encontrado la posibilidad de decir a nuestros jóvenes que estudien y se formen porque es 
necesario. Hoy en día, la Universidad de la República es una de las pocas instituciones terciarias públicas que 
le permite al estudiante desarrollarse y formarse en todo el territorio nacional. Con respecto a la calidad 
académica, también hay indicadores claros a la vista. Por ejemplo, la universidad tiene muchos docentes en el 
Sistema Nacional de Investigadores y muchos otros que están muy evaluados a nivel internacional. 


Voy a ceder el uso de la palabra a la doctora Meerhoff, que está radicada en el este del país. 


SEÑORA MEERHOFF (Mariana).- Hace ya algunos años que muchos docentes nos hemos radicado en 
el interior como parte del proceso de descentralización. Creemos que este mensaje presupuestal podría 
afectar esa propuesta. Estamos muy preocupados, porque podría poner en riesgo la iniciación de la 
universidad en muchas ciudades del interior. 


Debemos tener en cuenta que para la gran mayoría de los estudiantes, esta es la primera oportunidad en sus 
familias de acceder a la educación superior. 


Además, muchas de las carreras, licenciaturas y tecnicaturas todavía no tienen la primera generación de 
egresados. 


Estamos convencidos de que este mensaje puede poner en serio riesgo el proceso de consolidación de esta 
nueva oferta de educación superior, con el consecuente efecto sobre el nivel educativo y cultural de las 
poblaciones locales, que se han visto muy favorecidas con este proceso. Pensamos que esto pone en riesgo el 
crecimiento y la expansión de nuevas actividades y la consolidación del sistema en el que país ha invertido en 
los últimos años. 


SEÑOR SARLO (Óscar).- Quiero poner énfasis en uno de los programas que ha presentado la 
universidad. 


Efectivamente, la autonomía que tiene la universidad para definir sus planes estratégicos tiene que quedar en 
manos de quien la Constitución ha puesto en un lugar superior, que es el Parlamento. 


La propuesta del Poder Ejecutivo, que tiene el mismo valor, aunque externo ante la decisión final que tomará 
el Parlamento, no considera uno de los proyectos fundamentales que es el de democratización y mejora de la 
calidad de la enseñanza. 


Para nosotros, este proyecto, que no fue contemplado por el Poder Ejecutivo, es fundamental. Estamos 
hablando no solo como gremio docente, sino también como orden de cogobierno de la universidad; por lo 
tanto, respaldamos el proyecto de la universidad. 


El proyecto se compromete con algo que no siempre se ha realizado con la misma intensidad: defender la 
calidad, no solamente la democratización que, si bien todavía es insuficiente, hay que destacar que hemos 
logrado un ingreso masivo de estudiantes. Pero este no puede ser el objetivo final de la política 
democratizadora. También tenemos que democratizar la calidad. La democratización de la calidad en la 
enseñanza universitaria descansa exclusivamente en la calidad de la docencia que se construye, de los 
docentes que se forman. Y la formación de docentes abarca bastante más que un período de crisis. La crisis 
pasará, como ha sucedido siempre, pero si perdemos el tren de la formación docente, si perdemos docentes de 
calidad porque no se puede encontrar una respuesta adecuada a sus expectativas, reconstruir eso va a llevar 
mucho más tiempo y va a prolongar las consecuencias de cualquier crisis. 


Por eso, pensamos que no se puede dejar de lado un proyecto como este, que tiene que ver con la 
democratización y el fortalecimiento de la calidad docente. Debería reconocerse y apoyarse tal como lo 
propuso la universidad. 


SEÑOR BIELI (Alejandro).- Sabemos que los recursos que tiene Uruguay no son infinitos. 


También reconocemos que en los últimos diez años la educación y la universidad han tenido aumentos 
significativos. Hace unos cuantos años, la situación económica de la universidad era de desastre; hemos 
mejorado, pero todavía hay mucho por hacer. Hay insuficiencias en varios aspectos. Voy a señalar uno en 
particular: la manera en que vamos a atender al creciente números de estudiantes que empieza a hacer sus 
carreras cada año; estamos hablando de aproximadamente veintidós mil más cada año. En los últimos cinco 
años, esencialmente, no hubo aumentos para dotar de mayor carga horaria a los cargos docentes o para 
aumentar su número en Montevideo. El aumento ocurrió en el interior; y está muy bien que haya sido así, y 
hay que consolidar ese crecimiento. Pero también es preocupante que si pasamos a estar en la misma 
situación de que haya 0% de aumento para el número de cargos docentes para un número creciente de 
estudiantes en las sedes tradicionales, las sedes grandes, que están en Montevideo, al final de este período, 


habremos llevado diez años sin que haya aumentos en esas áreas, y en el ínterin, el número de estudiantes se 
habrá multiplicado de manera muy fuerte, y eso significaría disponer cada vez de menos recursos por 
estudiante que entre a estudiar en cuanto a la capacidad de atenderlos con personal docente o con materiales 
de apoyo. 


Por último, quiero cerrar diciendo que nuestra estrategia es tratar de convencer a quienes toman las 
decisiones de cosas que creemos que son esenciales para el país y, en la medida de lo posible, procuramos 
evitar situaciones de conflicto abierto en las cuales se puedan generar perjuicios, por ejemplo, a los propios 
estudiantes que cursan la Universidad. Nosotros tenemos claro que la Universidad y la educación en su 
conjunto tuvieron aumentos en los últimos años; simplemente venimos a insistir en que esto es algo parecido 
a una inversión en cosas a largo plazo como, por ejemplo, en forestación. Si queremos tener recuperación de 
las inversiones en mejora de la calidad de vida de nuestro país en un proceso de formar profesionales, 
tenemos que esperar a que la persona se reciba y empiece a ser un profesional activo, lo cual lleva como 
mínimo diez años o, muchas veces, más, porque depende de la realidad laboral de cada sector. Y eso significa 
hacer un esfuerzo sostenido, cuyos dividendos en retribución al país se ven después de unos cuantos años. 
Por lo tanto, lo que pedimos es que nos ayuden a sostener el esfuerzo un poco más que lo creemos es bastante 
insuficiente. 


SEÑOR WSCHEBOR (Nicolás).- Sé que los diputados tienen una cantidad de delegaciones por recibir 
en el día de hoy y que probablemente estén cansados, pero quiero hacer hincapié en un último punto, 
además de los señalados por los compañeros de delegación. 


Algo en lo que estamos preocupados profundamente en la Asociación de Docentes de la Universidad de la 
República es en que la plata que se destine a la educación en este país se aproveche bien y no se malgaste. En 
los últimos años, hemos estado invirtiendo mucho dinero en la formación de recursos humanos de alto nivel, 
con formación de posgrado, la mejor que puede dar el país, y cuando no hemos podido dar esa formación, 
hemos mandado a algunos docentes a formarse en el exterior. Y después tenemos que aprovechar a esos 
docentes; invertimos mucho dinero en ellos. Sin embargo, con el mensaje que estamos teniendo ahora, con el 
poco aumento que hay para el régimen de dedicación total, lo que estamos haciendo es tirar el dinero. 
Invertimos mucha plata en formar a la gente en el mejor nivel, y en el presupuesto universitario se destina 
muy poco dinero al aumento de las dedicaciones totales; no vamos a cubrir siquiera los atrasos que tenemos 
de este año. Es decir que el año que viene no vamos a poder nombrar ni una dedicación total. Eso es 
extremadamente grave, porque a los mejores jóvenes de nuestro país, aquellos a los que hemos formado al 
mejor nivel, no los vamos a poder retener, no les vamos a poder ofrecer un contrato decoroso en la 
Universidad de la República. Pero tampoco les estamos ofreciendo posibilidades laborales en otras áreas del 
Estado: no se crea en este presupuesto ninguna unidad de investigación y desarrollo en Antel, UTE ni en 
ningún otro lado. O sea que tampoco les estamos proponiendo a estos jóvenes que hemos formado con el 
mejor nivel contratarlos en otro lado. Quiere decir que estamos malgastando el dinero. 


Entonces, queremos señalar al Parlamento nacional que algunas decisiones que pueden estar por tomar son 
un desperdicio de dinero. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Vaya mi saludo y mi agradecimiento por la exposición a todos los integrantes 
de la delegación de ADUR. 


Hoy en Facebook recordamos el 11 de setiembre de 1973, cuando, en la explanada de la Universidad, 
movilizados porque iban a ser las primeras elecciones universitarias, en ese mismo momento, escuchábamos 
la noticia del golpe en Chile, que terminaría con la vida del presidente Allende y, a su vez, con el proceso que 
se había iniciado de apertura hacia una nueva forma de gobierno. Pocos días después, los resultados de esa 
elección universitaria demostraron la validez del proyecto de la democracia universitaria, derrotando 
ampliamente la FEUU, la ADUR y las demás listas de los órdenes universitarios a las propuestas que 
apoyaban a la dictadura, que ya había nacido meses antes en nuestro país. 


Por lo tanto, desde aquel tiempo -incluso desde antes- estamos muy consustanciados con la vida universitaria, 
aunque nunca nos tocó ser docentes: un debe que tenemos. 


Asimismo, en estos últimos once años nos ha tocado estar presentes en todas las instancias presupuestales, en 
las cuales hemos recibido a las delegaciones de la Universidad, a las oficiales, de sus Órganos directivos, y 
también a las representaciones gremiales. En esas once oportunidades hemos podido ir viendo la evolución 
de los resultados de la Universidad de la República, y queremos honrarnos, no solamente como legisladores, 
sino como uruguayos, de los logros que se han tenido en estos once años, que se reflejan en la cantidad de 
indicadores que demuestran el crecimiento de las acciones de la Universidad en todo el país. Sin embargo, 
estas discusiones que hoy tenemos, esta insuficiencia de recursos cuando hay que repartir entre necesidades 
infinitas recursos escasos, las hemos tenido cada una de esas once oportunidades: en los dos presupuestos 
anteriores y en las rendiciones de cuentas. Y recordamos haber planteado muchas veces, también en presencia 
del rector Arocena, que sin perjuicio de que nunca se pudieron satisfacer plenamente los requisitos de la 
Universidad, esta había mejorado notablemente, y que todos los indicadores, inclusive, el número de 
egresados, la cantidad de estudiantes, la inserción en el interior, la apertura de nuevas carreras, han sido datos 
extremadamente positivos. 


En esta instancia estamos en una situación especial, que no es de crisis, pero sí de extrema responsabilidad en 
el uso de los recursos y, en base a eso, tendremos en cuenta las exposiciones de los docentes de la 
Universidad, como seguramente la de todo el pleno de la demos universitaria, cuando estén presentes las 
autoridades de la Universidad, e intercambiaremos con ellos y con el resto de los legisladores de esta 
Comisión cómo podemos responder a las inquietudes que, lógicamente, plantea la Universidad. Pero también 
decimos que todas las veces que hemos incrementado, aunque no fuera todo lo que la Universidad quería, ha 
habido resultados importantes de la Universidad hacia la sociedad en respuesta a ese esfuerzo que desde el 
Gobierno nacional se hizo en todos estos años. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- La delegación presenta en su exposición una diferencia sustancial con la 
propuesta que traen el Poder Ejecutivo y la Universidad de la República. Más allá de su contenido -que 
podemos discutir- esa diferencia debe ser resuelta. Nosotros tenemos una iniciativa de la Universidad 
de la República en materia de creación de cargos, aumentos salariales y demás. En ese sentido, 
quedaron superadas las limitantes legales y constitucionales. La limitante que tenemos es la económica, 
y la diferencia es muy grande. 


En particular, pensaba que la Universidad de la República había encaminado un acuerdo mejor con el Poder 
Ejecutivo, de acuerdo con las declaraciones del señor rector, que hizo en la Comisión de Hacienda -cuando 
concurrió por el proyecto de ley relativo al Sistema Nacional de Competitividad- y en la prensa. 
Evidentemente, la evolución de ambos presupuestos fue bien diferente. Nosotros tenemos la obligación legal 
de financiar esa diferencia. Más allá del acuerdo que podamos lograr o de la posibilidad de coincidir con la 
propuesta universitaria, de algún modo hay que financiarla. Y a esta altura, el financiamiento parte de un solo 
camino: el de reasignar. Para financiarla, se debe sacar de otro lado, pero la diferencia es importante, y en el 
quinquenio resultará sustancial. 


Dentro de esas limitantes, la comisión analizará y verá qué voluntad encontramos para lograr esto, pero 
también debemos analizar qué ingeniería se puede realizar, porque siempre que uno dice que sí a alguien 
termina diciendo que no a otros; no hay manera. En la reasignación termina siendo así. Y las limitantes que 
se han puesto en el presupuesto son conocidas. Quería hacer ese comentario. 


Agradezco la presentación que han hecho y la estrategia que presentaron. Debo reconocer que en este 
proceso prepresupuestal ADUR ha sido muy serio y responsable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Hacemos nuestras las palabras de los dos diputados y agregamos el 
reconocimiento histórico de ADUR en todas estas batallas que se hicieron durante muchísimos años. 


Lo que han dicho los diputados será materia de consulta cuando concurran aquí las autoridades respectivas. 
Como acaba de decir el señor diputado Gandini y teniendo en cuenta el concepto del señor diputado Asti, 
analizaremos el articulado concreto. 


De todas maneras, estamos en instancias de negociación. Esta es una visita oficial de presentación. Todos los 
diputados que están en esta comisión -incluyendo los que están en la sala de enfrente, atendiendo otras 
delegaciones- van a recibir toda la información que trajeron y contarán con la versión taquigráfica de esta 


reunión. Luego, cuando corresponda la discusión de este tema, nos reuniremos todos nosotros, con el 
material arriba de la mesa; sin duda, veremos qué podemos hacer. 


Quedan abiertas las consultas diarias con ustedes por parte de todos los diputados de la comisión, incluyendo 
al presidente. 


Agradecemos su concurrencia. 
(Se retira de sala la delegación de la Asociación de Docentes de la Universidad de la República) 


(Ingresa a sala delegación de la Agremiación Federal de Funcionarios de la Universidad de la 
República) 


La Comisión de Presupuestos integrada con la de Hacienda tiene el honor de recibir a una delegación de 
la Agremiación Federal de Funcionarios de la Universidad de la República -Affur-, integrada por el 
Secretario General, señor Alfredo Peña; el Secretario de Organización, señor Luis Doisy; el Secretario de 
Gestión, señor Daniel Olivera; la Secretaria de Relaciones Internacionales, señora Nancy Kolin; el Secretario 
de Finanzas, señor Pablo Silvera; el Secretario de Prensa y Propaganda, señor Walter Acevedo; la Secretaria 
Interior, señora Miriam Gómez; el Secretario de Derechos Humanos, señor Luis Campoy; el señor Mauro 
Bos y las señoras María Cunha y Mónica Silvera. 


SEÑOR PEÑA (Alfredo).- Queremos agradecer a esta Comisión por habernos recibido. 


Vamos a aprovechar que anteriormente recibieron a la delegación de ADUR en esta misma comisión para 
ahorrar bastante de la exposición que pensábamos hacer. 


Los legisladores conocen las diferencias que hay entre el planteo de la Universidad y lo que propone el Poder 
Ejecutivo. En ese sentido, entendemos que la Universidad hizo su presupuesto basado en la promesa del 6% 
más el 1% para investigación. En ese marco, como trabajadores, tuvimos una negociación bipartita con la 
institución, donde se llegó a un acuerdo, que figura en el distribuido que hicimos. Allí se plantea 
concretamente alcanzar un salario básico al final del quinquenio de diez BPC. Eso implica determinado 
escalonamiento en el tiempo que estaba establecido en el pedido de la Universidad y nos encontramos con 
que, desde el Poder Ejecutivo, se asigna un 3,5% a la masa salarial. También en la exposición de motivos se 
plantea que si se pretende crear cargos o hacer otro tipo de política relacionada con los funcionarios, es de allí 
de donde debería sacarse, lo que disminuiría sensiblemente la cantidad asignada. 


Por otro lado, hemos venido trabajando desde el quinquenio pasado en lo que respecta a las carreras en la 
Universidad de la República. Hay compañeros que desde hace veintiocho años que no han tenido posibilidad 
de un ascenso. Se elaboraron dos calendarios de concursos, que también están contemplados en la solicitud 
de la Universidad de la República. Ahora nos encontramos con esta situación en el sentido de que si se 
contemplaran esos concursos el incremento salarial general debería ser menor al 3,5%. 


Asimismo, hay otros temas que están relacionados con la solicitud presupuestal de la Universidad, que tienen 
que ver con el levantamiento de cupos, con las becas para estudiantes, con la situación del Hospital de 
Clínicas que, prácticamente, tienen cero en la asignación para esos temas. Evidentemente, después habrá que 
dar una discusión a la interna de la Universidad. De todas formas, pensamos que el Parlamento debería hacer 
un esfuerzo a fin de mejorar esta situación. 


Entendemos que no es posible, con la asignación actual, atender los planes de desarrollo en el interior, como 
se venía haciendo. El año pasado, hubo una asignación específica para el interior que permitió un desarrollo 
importante, alrededor de 12.000 estudiantes, pero también hubo desarrollo edilicio, instalaciones de 
funcionarios en las diferentes regiones de la Universidad, pero en este nuevo presupuesto no hay una 
asignación como para continuar con esa política. 


El tema central de Affur tiene que ver con lo salarial. Nosotros tuvimos instancias de negociación colectiva y 
hubo muchas dificultades para que se presentara el Ministerio de Economía y Finanzas, cosa que no pasó con 
otros sectores 


Finalmente, logramos reunir una mesa en donde se nos comunicó cuál era la asignación para la Universidad 
de la República -el 27 de agosto, si no me equivoco-; se nos dijo que el Ministerio de Economía y Finanzas 
no integraba la mesa de negociación y que nuestra negociación debía ser directamente con la institución. Por 
tanto, de no mejorarse esta asignación, sería poco posible que este acuerdo que se alcanzó con la Universidad 
pudiera ser contemplado en el quinquenio. 


Esto fue elaborado sobre la base del 6% del PBI más el 1% para investigación. Pensamos que de llegar a 
alcanzar esa meta, se podría contemplar este acuerdo salarial. Básicamente, ese es nuestro planteo. 


Además, compartimos que se asignen rubros para los otros asuntos que planteamos y consideramos 
importantes para la Universidad. 


SEÑOR DOISY (Luis).- Nuestro sindicato está en una carpa desde hace una semana reivindicando el 
pedido presupuestal de la Universidad, que fue un compromiso electoral del Gobierno. Nuestra lucha 
la estamos continuando y continuará en el período parlamentario. Estaremos en las barras llenas del 
Palacio observando y escuchando muy atentos cómo este pedido presupuestal que hace la Universidad 
es contemplado por los legisladores. 


Gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha quedado expresada la primera instancia de la presentación. Contamos 
con la documentación que la delegación nos ha dejado y que nos va a servir como insumo -lo que 
ustedes dijeron más la presentación que tenemos aquí- para analizar el tema que ustedes plantean en el 
organismo y el articulado en los que están incluidos. 


Les agradecemos la exposición. 


SEÑOR GANDINI (Jorge).- Con mucho gusto recibimos y escuchamos a la delegación y agradecemos 
el material que nos deja, que es muy completo y con muchas referencias. El miércoles recibiremos a las 
autoridades de la Universidad de la República y con eso completaremos nuestra visión, porque hace un 
rato también recibimos a ADUR. 


Con respecto a la última intervención, me parece legítimo y correcto que hagan un seguimiento del 
comportamiento del Parlamento en las instancias del Presupuesto en ambas Cámaras, con las limitantes que 
este tiene. Nosotros no podemos votar normas desfinanciadas. A esta altura, la única posibilidad que tiene el 
Parlamento es recortar a unos para financiar a otros, es decir, reasignar recursos, porque crear nuevos 
ingresos o tributos requiere iniciativa del Poder Ejecutivo. Entonces, la única posibilidad es la de reasignar y 
la diferencia entre el Presupuesto de la Universidad y el del Poder Ejecutivo es realmente importante. 


Como se señaló aquí, hay un incremento de un décimo en el primer año del Presupuesto actual, vigente, al 
año 2016, y de dos décimos, a 4,7%, en el año 2017. Es decir que el Gobierno no ha dicho que no vaya a 
cumplir con el compromiso, pero ha establecido una gradualidad relativa; digo gradualidad porque es como 
la han llamado ellos y digo relativa porque se va a revisar en 2017. 


Nosotros recibimos un Presupuesto desfinanciado. El Poder Ejecutivo lo puede enviar. A este Presupuesto le 
faltan US$ 2.000.000.000 para estar financiado, pero nosotros no podemos agregar ni un peso. Esos son 
nuestros márgenes y posibilidades, lo que no quiere decir que no haya una discusión sobre ese asunto. 
Simplemente lo quería dejar como constancia. Sin duda, la delegación lo sabe, pero como se dijo y queda en 
la versión taquigráfica, no quería dejar pasar la posibilidad de hacer esta constancia. 


SEÑOR ASTI (Alfredo).- Saludo a la delegación de AFFUR. 


Con la delegación anterior ya dejamos una constancia -sería bueno que se les enviara la versión taquigráfica 
para no tener que reiterarla- acerca de lo que entendemos que ha sido tradición, por lo menos desde 2005 
hasta el día de hoy, que es la etapa que conocemos, respecto a las solicitudes de la Universidad de la 
República y las asignaciones que este Parlamento le ha otorgado, tanto en las instancias presupuestales como 
en las Rendiciones de Cuentas. 


Un segundo comentario es que si bien, como ya se ha expresado y está escrito, en este momento el 
despliegue del Presupuesto solamente incluye los dos primeros años, se mantiene el compromiso de cumplir 
con los compromisos de la campaña electoral, en particular de tender al 6% del PBI para toda la Educación 
Pública, como ha expresado el señor presidente de la República y los distintos ministros involucrados en la 
temática. 


Nos decían que el día que lo aprobemos estarán muy atentos y que escucharán todo lo que se diga en Sala. 
Espero que lo hagan no solamente los funcionarios de la Universidad de la República, sino todos los gremios 
de esa institución, los que tienen que ver con la actividad estatal y el resto de la población, que no son 
funcionarios públicos, pero que también hacia ellos irá dirigido todo el Presupuesto que aprobaremos en ese 
momento. 


SEÑOR RUBIO (Eduardo).- Saludo a la delegación de la AFFUR. 


Quiero hacer una precisión en cuanto al debate que se viene y a las dificultades que enfrentaremos, en la 
medida en que habrá que redistribuir recursos. En la tapa del material que nos deja la delegación dice: 
"Presupuesto 2015. Por el 6% para ANEP y Udelar". La propuesta del Poder Ejecutivo está lejos del 6%; está 
en un poco más del 4% e incluye una cantidad de rubros que están por fuera de la ANEP y Udelar. 
Precisamente, lo que entendemos debe comprender el Presupuesto para la Educación es ANEP y Udelar. 


Digo esto porque tiene que ser parte de un esfuerzo mutuo para acercar posiciones, y en la Educación Pública 
se mete mucha cosa que está por fuera de ANEP y Udelar. 


SEÑOR PEÑA (Alfredo).- Desde hace tiempo venimos trabajando, por lo menos en nuestro gremio, 
con una visión programática más a largo plazo. Nosotros entendemos que el 6% para ANEP y Udelar, 
debe ser la meta, pero el compromiso del Gobierno es otro; hay otros componentes, y no nos negamos a 
que se les asignen recursos. Hacemos nuestro planteo basándonos en el papel que juegan tanto la 
ANEP como la Universidad de la República en el sistema educativo. La Universidad tiene el 80% de la 
investigación del país y más de 130.000 estudiantes. Desde nuestro punto de vista, tiene un papel a 
jugar en el desarrollo del país. Evidentemente, esperamos que se pueda alcanzar y superar esa meta, 
porque cuanto más se invierta en el sistema educativo, más posibilidades tendrá el país de 
desarrollarse y de que sus habitantes tengan una mejor calidad de vida. Por lo tanto, si alcanzamos el 
6%, vendremos a reclamar un poco más. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación de la Agremiación Federal de 
Funcionarios de la Universidad de la República. Esta visita no tiene por qué ser la última. Estamos a 
sus órdenes; todos los legisladores estamos pendientes del teléfono para cualquier consideración que 
pueda surgir, y tenemos la misma disposición ante alguna consulta porque la discusión recién 
comienza. Estos insumos serán de gran ayuda en el momento adecuado, igual que el material que nos 
han dejado. 


Se levanta la sesión. 


(Es la hora 16 y 34) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


